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que este incluya en rojo un enlace web, al que se accede pulsando directamente sobre el mismo.
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5.- HIPOTECA RECARGABLE. Distribución de responsabilidad.

Casos prácticos septiembre País Vasco.pdf

IV. NORMAS

B.O.E

01 Cortes Generales. (C.G.)

- RESOLUCIÓN de 20 de septiembre de 2018, del Congreso de los Diputados, por la que se ordena la publicación
del Acuerdo de Convalidación del Real Decreto-ley 11/2018, de 31 de agosto, de transposición de directivas en
materia de protección de los compromisos por pensiones con los trabajadores, prevención del blanqueo de capitales
y requisitos de entrada y residencia de nacionales de países terceros y por el que se modifica la Ley 39/2015, de 1 de
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/29/pdfs/BOE-A-2018-13181.pdf

- RESOLUCIÓN de 20 de septiembre de 2018, del Congreso de los Diputados, por la que se ordena la publicación
del Acuerdo de Convalidación del Real Decreto-ley 12/2018, de 7 de septiembre, de seguridad de las redes y
sistemas de información.
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/29/pdfs/BOE-A-2018-13182.pdf

- ORDEN  HAC/994/2018, de 17 de septiembre,  por la  que se establece la  relación de municipios a los  que
resultarán  de  aplicación  los  coeficientes  de  actualización  de  los  valores  catastrales  que  establezca  la  Ley  de
Presupuestos Generales del Estado para el año 2019.
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/29/pdfs/BOE-A-2018-13183.pdf

02 Jefatura del Estado. (J.E.)

- REAL DECRETO-LEY 11/2018, de 31 de agosto, de transposición de directivas en materia de protección de los
compromisos por pensiones con los trabajadores, prevención del blanqueo de capitales y requisitos de entrada y
residencia  de  nacionales  de  países  terceros  y  por  el  que  se  modifica  la  Ley  39/2015,  de  1  de  octubre,  del
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 
http://www.boe.es/boe/dias/2018/09/04/pdfs/BOE-A-2018-12131.pdf

- REAL DECRETO-LEY 12/2018, de 7 de septiembre, de seguridad de las redes y sistemas de información.
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/08/pdfs/BOE-A-2018-12257.pdf

- REAL DECRETO-LEY 14/2018, de 28 de septiembre, por el que se modifica el texto refundido de la Ley del
Mercado de Valores, aprobado por el Real Decreto Legislativo 4/2015, de 23 de octubre. 
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/29/pdfs/BOE-A-2018-13180.pdf

03 Presidencia del Gobierno. (P.G.)

- REAL DECRETO 1111/2018, de 7 de septiembre, por el que se modifica el Real Decreto 1886/2011, de 30 de
diciembre, por el que se establecen las Comisiones Delegadas del Gobierno.
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/08/pdfs/BOE-A-2018-12258.pdf

- REAL DECRETO 1159/2018, de 11 de septiembre, por el que se dispone el cese de doña Carmen Montón
Giménez como Ministra de Sanidad, Consumo y Bienestar Social. 
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/12/pdfs/BOE-A-2018-12402.pdf

- REAL DECRETO 1161/2018, de 11 de septiembre, por el que se nombra Ministra de Sanidad, Consumo y
Bienestar Social a doña María Luisa Carcedo Roces. 
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/12/pdfs/BOE-A-2018-12404.pdf

06 Ministerio de Justicia. (M.J.)

- RESOLUCIÓN de 3 de septiembre de 2018, de la Dirección General de los Registros y del Notariado, por la que
se corrigen errores en la de 27 de julio de 2018, por la que se convoca oposición libre para obtener el título de
notario. 
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/08/pdfs/BOE-A-2018-12307.pdf

- CORRECCIÓN DE ERRORES DE LA ORDEN JUS/902/2018, de 31 de agosto, por la que se publica el
Acuerdo del Consejo de Ministros de 31 de agosto de 2018, por el que se crea un Consejo Asesor para la revisión de
la Ley de Enjuiciamiento Criminal desde una perspectiva de género. 
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/12/pdfs/BOE-A-2018-12396.pdf

- RESOLUCIÓN de 6 de agosto de 2018, de la Dirección General de los Registros y del Notariado, por la que se
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jubila a don Julio Herrero Ruiz, registrador de la propiedad en situación de excedencia voluntaria, por haber
cumplido la edad reglamentaria. 
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/13/pdfs/BOE-A-2018-12467.pdf

- RESOLUCIÓN de 20 de agosto de 2018, de la Dirección General de los Registros y del Notariado, por la que se
jubila a don Ramón Menéndez y Felipe, registrador de la propiedad de Sevilla n.º 3, por haber cumplido la edad
reglamentaria. 
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/13/pdfs/BOE-A-2018-12468.pdf

-  ORDEN  JUS/935/2018,  de  10  de  septiembre,  por  la  que  se  modifica  la  Orden JUS/1335/2017,  de  22  de
diciembre, por la que se nombra el Tribunal calificador de las oposiciones al Cuerpo de Aspirantes a Registradores
de la Propiedad, Mercantiles y de Bienes Muebles, convocadas por Resolución de 25 de julio de 2017. 
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/13/pdfs/BOE-A-2018-12479.pdf

- RESOLUCIÓN de 21 de agosto de 2018, de la Subsecretaría, por la que se declara a don Pedro José Garrido
Chamorro en situación de servicios especiales con reserva de plaza en el Cuerpo de Notarios. 
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/14/pdfs/BOE-A-2018-12522.pdf

- ORDEN JUS/965/2018, de 4 de septiembre, por la que se modifica la composición del Tribunal calificador de la
oposición entre notarios de la Dirección General de los Registros y del Notariado, convocada por Resolución de 30
de junio de 2017. 
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/21/pdfs/BOE-A-2018-12793.pdf

- RESOLUCIÓN de 14 de septiembre de 2018, de la Dirección General de los Registros y del Notariado, por la
que se resuelve el concurso ordinario n.º 300 para la provisión de Registros de la Propiedad, Mercantiles y de Bienes
Muebles vacantes, convocado por Resolución de 3 de julio de 2018, y se dispone su comunicación a las comunidades
autónomas para que se proceda a los nombramientos.
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/21/pdfs/BOE-A-2018-12784.pdf

- ORDEN JUS/987/2018, de 24 de septiembre, por la que se modifican determinadas agrupaciones de secretarías de
juzgados de paz en la Comunidad de Castilla y León. 
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/26/pdfs/BOE-A-2018-13000.pdf

22 Banco de España. (B.E.)

- RESOLUCIÓN de 3 de septiembre de 2018, del Banco de España, por la que se publican determinados tipos de
referencia oficiales del mercado hipotecario. 
http://www.boe.es/boe/dias/2018/09/04/pdfs/BOE-A-2018-12168.pdf

- RESOLUCIÓN de 3 de septiembre de 2018, del Banco de España, por la que se publican los índices y tipos de
referencia aplicables para el cálculo del valor de mercado en la compensación por riesgo de tipo de interés de los
préstamos hipotecarios, así como para el cálculo del diferencial a aplicar para la obtención del valor de mercado de
los préstamos o créditos que se cancelan anticipadamente. 
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/13/pdfs/BOE-A-2018-12512.pdf

- RESOLUCIÓN de 19 de septiembre de 2018, del Banco de España, por la que se publican determinados tipos de
referencia oficiales del mercado hipotecario. 
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/20/pdfs/BOE-A-2018-12777.pdf

25 Ministerio de la Presidencia, Relaciones con las Cortes e Igualdad. (PCI)

- RESOLUCIÓN de 13 de septiembre de 2018, de la Subsecretaría, por la que se publica la Resolución de 20 de
julio de 2018, de la Presidencia del Instituto Nacional de Estadística y de la Dirección General de Cooperación
Autonómica y Local, sobre instrucciones técnicas a los Ayuntamientos sobre la revisión anual del padrón municipal
y el procedimiento de obtención de la propuesta de cifras oficiales de población. 
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/20/pdfs/BOE-A-2018-12742.pdf

26 Ministerio de Política Territorial y Función Pública. (TFP)

- REAL DECRETO 1113/2018, de 7 de septiembre, por el que se desarrolla la estructura orgánica básica del
Ministerio de Hacienda.
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/08/pdfs/BOE-A-2018-12265.pdf

- REAL DECRETO  1162/2018,  de  14 de  septiembre,  por  el  que se  regula  la  Comisión interministerial  de
coordinación de la Administración periférica del Estado. 
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/29/pdfs/BOE-A-2018-13185.pdf

28 Ministerio de Hacienda. (HAC)

- ORDEN HAC/941/2018, de 5 de septiembre, por la que se modifican la Orden HFP/227/2017, de 13 de marzo,
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por la que se aprueba el modelo 202 para efectuar los pagos fraccionados a cuenta del Impuesto sobre Sociedades y
del Impuesto sobre la Renta de no Residentes correspondiente a establecimientos permanentes y entidades en
régimen de atribución de rentas constituidas en el extranjero con presencia en territorio español, y el modelo 222
para efectuar los pagos fraccionados a cuenta del Impuesto sobre Sociedades en régimen de consolidación fiscal y se
establecen las condiciones generales y el procedimiento para su presentación electrónica, la Orden HFP/441/2018,
de 26 de abril, por la que se aprueban los modelos de declaración del Impuesto sobre Sociedades y del Impuesto
sobre la Renta de no Residentes correspondiente a establecimientos permanentes y a entidades en régimen de
atribución de rentas constituidas en el extranjero con presencia en territorio español, para los períodos impositivos
iniciados entre el 1 de enero y el 31 de diciembre de 2017, y la Orden HFP/1978/2016, de 28 de diciembre, por la
que se aprueba el modelo 231 de Declaración de información país por país. 
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/14/pdfs/BOE-A-2018-12515.pdf

- RESOLUCIÓN de 13 de septiembre de 2018, del Departamento de Gestión Tributaria de la Agencia Estatal de
Administración Tributaria, por la que se publica la rehabilitación de números de identificación fiscal. 
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/19/pdfs/BOE-A-2018-12726.pdf

- RESOLUCIÓN de 13 de septiembre de 2018, del Departamento de Gestión Tributaria de la Agencia Estatal de
Administración Tributaria, por la que se publica la revocación de un número de identificación fiscal. 
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/19/pdfs/BOE-A-2018-12727.pdf

36 Ministerio para la Transición Ecológica. (TEC)

- REAL DECRETO 957/2018, de 27 de julio, por el que se modifica el anexo I de la Ley 41/2010, de 29 de
diciembre, de protección del medio marino. 
http://www.boe.es/boe/dias/2018/09/03/pdfs/BOE-A-2018-12097.pdf

- ORDEN TEC/921/2018, de 30 de agosto, por la que se definen las líneas que indican los límites cartográficos
principales de los ámbitos territoriales de las Confederaciones Hidrográficas de acuerdo con lo establecido en el Real
Decreto 650/1987, de 8 de mayo, por el que se definen los ámbitos territoriales de los organismos de cuenca y de los
planes hidrológicos. 
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/11/pdfs/BOE-A-2018-12346.pdf

37 Tribunal Constitucional

- CUESTIÓN INTERNA DE INCONSTITUCIONALIDAD n.º 4314-2018, en relación con los incisos "por
inexistencia del hecho imputado" y "por esta misma causa", del artículo 294.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial
por posible vulneración de los artículos 14, 17, y 24.2 de la CE. 
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/08/pdfs/BOE-A-2018-12261.pdf

- RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD n.º 3883-2018, contra el Real Decreto-ley 4/2018, de 22 de
junio, por el que se concreta, con carácter urgente, el régimen jurídico aplicable a la designación del Consejo de
Administración de la Corporación RTVE y de su Presidente.
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/26/pdfs/BOE-A-2018-12997.pdf

- RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD n.º 4129-2018, contra el Real Decreto-ley 4/2018, de 22 de
junio, por el que se concreta, con carácter urgente, el régimen jurídico aplicable a la designación del Consejo de
Administración de la Corporación RTVE y de su Presidente.
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/26/pdfs/BOE-A-2018-12998.pdf

- RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD  n.º  2533-2018,  contra  la  Ley 2/2018,  de  8  de  mayo,  de
modificación de la Ley 13/2008, de 5 de noviembre, de la Presidencia de la Generalidad y del Gobierno, respecto de
los siguientes preceptos: artículo 1, que introduce el apartado 3 del artículo 4 de la Ley 13/2008; artículo 2, en su
integridad, que agrega nuevos apartados al artículo 35 de la Ley 13/2008 y disposición adicional en su integridad. 
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/28/pdfs/BOE-A-2018-13119.pdf

CC.AA

Andalucía

- DECRETO 161/2018, de 28 de agosto, de defensa de la vivienda del parque público residencial de la Comunidad
Autónoma de Andalucía, por el que se modifica el Decreto 149/2006, de 25 de julio, el Reglamento de Viviendas
Protegidas de la Comunidad Autónoma de Andalucía, aprobado por dicho decreto, y el Reglamento Regulador de
los Registros Públicos Municipales de Demandantes de Vivienda Protegida, aprobado por Decreto 1/2012, de 10
enero.
https://www.juntadeandalucia.es/

Baleares

- LEY 7/2018, de 31 de julio, de promoción de la seguridad y la salud en el trabajo en las Illes Balears. 
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/29/pdfs/BOE-A-2018-13192.pdf

https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/14/pdfs/BOE-A-2018-12515.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/19/pdfs/BOE-A-2018-12726.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/19/pdfs/BOE-A-2018-12727.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2018/09/03/pdfs/BOE-A-2018-12097.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/11/pdfs/BOE-A-2018-12346.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/08/pdfs/BOE-A-2018-12261.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/26/pdfs/BOE-A-2018-12997.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/26/pdfs/BOE-A-2018-12998.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/28/pdfs/BOE-A-2018-13119.pdf
https://www.juntadeandalucia.es/eboja/2018/172/BOJA18-172-00036-14369-01_00141667.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/29/pdfs/BOE-A-2018-13192.pdf
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- LEY 8/2018, de 31 de julio, de apoyo a las familias. 
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/29/pdfs/BOE-A-2018-13193.pdf

- LEY 9/2018, de 31 de julio, por la que se modifica la Ley 12/2016, de 17 de agosto, de evaluación ambiental de las
Illes Balears.
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/29/pdfs/BOE-A-2018-13194.pdf

Cataluña

-  DECRETO-LEY  3/2018,  de  26  de  junio,  de  necesidades  financieras  del  sector  público  en  prórroga
presupuestaria. 
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/12/pdfs/BOE-A-2018-12400.pdf

- RESOLUCIÓN de 14 de septiembre de 2018, de la Dirección General de Derecho y Entidades Jurídicas del
Departamento de Justicia, por la que se resuelve el concurso n.º 300 para la provisión de Registros de la Propiedad,
Mercantiles y de Bienes Muebles, convocado por Resolución de 3 de julio de 2018.
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/21/pdfs/BOE-A-2018-12787.pdf

Comunidad Valenciana

- LEY 17/2018, de 11 de julio, de modificación de la Ley 21/2017, de 28 de diciembre, de medidas fiscales, de
gestión administrativa y financiera y de organización de la Generalitat.
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/14/pdfs/BOE-A-2018-12516.pdf

- LEY 18/2018, de 13 de julio, para el fomento de la responsabilidad social.
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/14/pdfs/BOE-A-2018-12517.pdf

- LEY 19/2018, de 13 de julio, de aceleración de la inversión a proyectos prioritarios (LAIP).
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/14/pdfs/BOE-A-2018-12518.pdf

- LEY 20/2018, de 25 de julio, del mecenazgo cultural, científico y deportivo no profesional en la Comunitat
Valenciana.
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/14/pdfs/BOE-A-2018-12519.pdf

V. RESOLUCIONES DE LA D.G.R.N

1. Publicadas en el B.O.E

1.1. Propiedad. (Resumen de las mismas por Basilio Aguirre Fernández)

-  R .  30-7-2018 . -  R .P .  Azpe i t i a . -  HIPOTECA:  CANCELACIÓN  POR  CADUCIDAD
CONVENCIONAL.  Según la doctrina reiterada de esta Dirección General, nada se opone a que la hipoteca,
como los demás derechos reales, pueda ser constituida por un plazo determinado (vid. artículos 513.2, 529, 546.4 y
1843.3 del Código Civil), de modo que únicamente durante su vigencia puede ser ejercitada la acción hipotecaria,
quedando totalmente  extinguido el  derecho real  una  vez  vencido dicho plazo.  Si  se  tratara  de  la  caducidad
convencional del mismo derecho de hipoteca, resultaría aplicable la norma del párrafo segundo del artículo 82 de la
Ley Hipotecaria, que posibilita la cancelación de la hipoteca cuando la extinción del derecho inscrito resulte del
título en cuya virtud se practicó la inscripción. En otro caso debería esperarse a la caducidad legal por transcurso del
plazo de prescripción de la acción hipotecaria, por aplicación de la norma del párrafo quinto del artículo 82 de la Ley
Hipotecaria. La cancelación convencional automática sólo procede cuando la extinción del derecho tiene lugar de
un modo nítido y manifiesto, no cuando sea dudosa o controvertida. En el presente caso, del análisis sistemático de
todas las cláusulas del contrato resulta que se diferencia entre el plazo de pago de la obligación garantizada (cinco
años desde el 1 de febrero de 2011) y, por otra parte, el plazo de duración de la hipoteca («la hipoteca que se
constituye tiene el plazo de duración de cinco años a contar desde el otorgamiento de la presente escritura»). Por
ello, debe entenderse que este último plazo pactado es un plazo convencional de caducidad de la hipoteca, por lo que
el recurso debe ser estimado.
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/14/pdfs/BOE-A-2018-12555.pdf

-  R.  30-7-2018.- R.P.  Torrevieja  Nº  3.- SOCIEDAD DE GANANCIALES:  APORTACIÓN DE BIEN
GANANCIAL AL PATRIMONIO PRIVATIVO DE UNO DE LOS CÓNYUGES. Cuando el  cónyuge
adquirente a título oneroso manifiesta expresamente en el título de compra que la adquisición se ha hecho con
carácter ganancial, el bien se inscribe con tal carácter, como ha sucedido en el presente caso, lo que significa que el
Registro  publica  la  titularidad del  bien a  nombre de ambos  cónyuges  como bien integrante  del  patrimonio
ganancial. En cambio, cuando en la adquisición realizada por uno de los cónyuges no se hace ninguna manifestación
sobre el carácter de la adquisición, pero consta que está casado en régimen de gananciales, la inscripción del bien se
practicará  como presuntivamente  ganancial.  El  artículo  95.6  del  Reglamento  Hipotecario,  por  su  parte,  es
terminante  al  establecer  que  «no se  consignará  la  confesión  contraria  a  una  aseveración  o  a  otra  confesión
previamente registrada de la misma persona». En el presente caso, existe una declaración del cónyuge adquirente de
la finca en el sentido de que se compró con carácter de bien ganancial. Se produce una adquisición de la totalidad de
la finca como consecuencia de una extinción de comunidad. No puede considerase que se trata de un acto de

https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/29/pdfs/BOE-A-2018-13193.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/29/pdfs/BOE-A-2018-13194.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/12/pdfs/BOE-A-2018-12400.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/21/pdfs/BOE-A-2018-12787.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/14/pdfs/BOE-A-2018-12516.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/14/pdfs/BOE-A-2018-12517.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/14/pdfs/BOE-A-2018-12518.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/14/pdfs/BOE-A-2018-12519.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/14/pdfs/BOE-A-2018-12555.pdf
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enajenación, sino meramente de un negocio de naturaleza especificativa con todas las consecuencias que ello lleva
implícito. De las dos terceras partes en el proindiviso del adjudicatario final una es de carácter privativa y la otra de
carácter ganancial, siendo que, según se expresa en la escritura calificada, se produce la adquisición con carácter
íntegramente privativo por confesión del cónyuge, de manera que se muta la naturaleza del tercio que ya le
pertenecía de ganancial en privativo. Son varios los preceptos de nuestro Código de los que se infiere que en el
ámbito del régimen de gananciales el carácter del bien viene determinado, con preferencia al de la naturaleza de la
contraprestación,  por  el  criterio  que atiende al  origen o procedencia  privativa  o  ganancial  del  derecho que
fundamenta la adquisición, sin perjuicio del coetáneo nacimiento del derecho de rembolso a cargo del patrimonio
favorecido. Se puede defender la aplicación analógica de la regla 4.a del artículo 1346 del Código Civil (que atribuye
carácter privativo a los bienes y derechos adquiridos en ejercicio de un derecho de retracto privativo, aunque la
adquisición se haya realizado con fondos comunes), criterio que cabría extender, por concurrir la misma "ratio iuris",
a los casos en que los comuneros convienen que se adjudique la cosa a uno de ellos indemnizando a los demás. Es
también doctrina reiterada de esta Dirección General (vid. Resoluciones citadas en los «Vistos») que son válidos y
eficaces cualesquiera desplazamientos patrimoniales entre los cónyuges, y, por ende, entre sus patrimonios privativos
y el consorcial (vid. artículo 1323 del Código Civil), siempre que aquéllos se produzcan por cualquiera de los medios
legítimos previstos al efecto (vid. artículo 609 del Código Civil), entre los cuales no puede desconocerse el negocio
de aportación de derechos concretos a una comunidad de bienes, no personalizada jurídicamente o de comunicación
de bienes como categoría autónoma y diferenciada con sus propios elementos y características. La especificación de
la causa es imprescindible para acceder a la registración de cualquier acto traslativo. Centrados en el supuesto de este
expediente, la cuestión de la posibilidad de aportación de bienes al patrimonio privativo desde el ganancial, se
caracteriza porque la porción indivisa que, según expresa el adquirente en la escritura, queda «con carácter privativo
confesado» es de carácter ganancial determinado desde su adquisición e inscrito en tal concepto de forma clara y no
presunta. Por lo tanto se trata de un pacto entre los cónyuges por el que se atribuye la condición de bien privativo a
una  parte  indivisa  de  bien  que  es  ganancial. Desde  el  mismo plano  doctrinal,  también  existen  argumentos
importantes  para  admitir  la  atribución  de  privatividad:  el  mismo principio de  libertad de  contratación  y  de
autonomía de la voluntad, que autoriza las transmisiones del patrimonio ganancial al privativo (Resolución del 2 de
febrero de 1983), por lo que se trata de un procedimiento simplificado de acuerdo entre los cónyuges; que el
reembolso del artículo 1358 del Código Civil actuará también a la inversa, por lo que será el patrimonio ganancial el
que deberá ser reembolsado salvo pacto en contrario; que el posible fraude de acreedores tiene su remedio legal en
las correspondientes acciones de simulación y en las rescisorias, y en la prevista en el artículo 643 del Código Civil,
además de la responsabilidad solidaria y «ultra vires» de ambos cónyuges en virtud del artículo 6.4 del Código Civil;
que la redacción unilateral del artículo 1355 se reproduce también en otros preceptos (por ejemplo en el artículo
1352) que tienen aplicación recíproca. En el presente supuesto, según los parámetros exigidos, y habida cuenta de la
inexistencia de un precepto que admita la atribución implícita de privatividad (como existe respecto de la atribución
de ganancialidad –vid. artículo 1355 del Código Civil–), falta la expresión de la causa de la adquisición y mutación
de la porción indivisa ganancial en privativa, por lo que hasta que no se subsane la escritura expresando la causa
onerosa o gratuita del  negocio de atribución de privatividad indicado,  no podrá  ser  inscrita  en tal  concepto
privativo.
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/14/pdfs/BOE-A-2018-12556.pdf

-  R .  3 1 - 7 - 2 0 1 8 . -   R . P .  A z p e i t i a . -   H I P O T E C A :  C A N C E L A C I Ó N  P O R  C A D U C I D A D
CONVENCIONAL. Según la doctrina reiterada de esta Dirección General, nada se opone a que la hipoteca, como
los demás derechos reales, pueda ser constituida por un plazo determinado (vid. artículos 513.2, 529, 546.4 y 1843.3
del  Código Civil),  de modo que únicamente durante su vigencia  puede ser  ejercitada la  acción  hipotecaria,
quedando totalmente  extinguido el  derecho real  una  vez  vencido dicho plazo.  Si  se  tratara  de  la  caducidad
convencional del mismo derecho de hipoteca, resultaría aplicable la norma del párrafo segundo del artículo 82 de la
Ley Hipotecaria, que posibilita la cancelación de la hipoteca cuando la extinción del derecho inscrito resulte del
título en cuya virtud se practicó la inscripción. En otro caso debería esperarse a la caducidad legal por transcurso del
plazo de prescripción de la acción hipotecaria, por aplicación de la norma del párrafo quinto del artículo 82 de la Ley
Hipotecaria. La cancelación convencional automática sólo procede cuando la extinción del derecho tiene lugar de
un modo nítido y manifiesto, no cuando sea dudosa o controvertida. En el presente caso, del análisis sistemático de
las cláusulas del contrato resulta más coherente entender que el plazo de duración pactado es un plazo convencional
de caducidad de la hipoteca.
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/14/pdfs/BOE-A-2018-12558.pdf

-  R.  31-7-2018.- R.P.  Sepúlveda.- OBRA  NUEVA  POR  ANTIGÜEDAD:  REQUISITOS  PARA  LA
INSCRIPCIÓN. Al consignarse los defectos que, a juicio del registrador, se oponen a la inscripción pretendida, la
calificación debe expresar también una motivación suficiente de los mismos, con el desarrollo necesario para que el
interesado pueda conocer con claridad los defectos aducidos y con suficiencia los fundamentos jurídicos en los que
se basa dicha calificación.El recurso sólo puede versar sobre los pronunciamientos señalados por el registrador en su
nota de calificación y en atención a las circunstancias contenidas en el título o los títulos presentados para la
calificación, no pudiendo apoyarse en otros documentos o datos ajenos a dicha presentación y que se incorporen en
el trámite de alegaciones. Del mismo modo que no puede el registrador sustituto añadir nuevos defectos a los
inicialmente apreciados por el sustituido, sino que su calificación debe ceñirse a los defectos planteados y a la
documentación  aportada  inicialmente,  tampoco  su  eventual  calificación  negativa  puede  ser  objeto  de
recurso. Procede, en primer lugar, afirmar la competencia de las normas estatales en materia de determinación de los
requisitos necesarios para la documentación pública e inscripción registral de las declaraciones de obras nuevas y de
obras antiguas, sin perjuicio de la remisión a autorizaciones o licencias que establezca la normativa autonómica o a la
prescripción, o no, de la infracción urbanística según dicha normativa. Tras varias reformas normativas, han sido
diversas  las  Resoluciones que han tratado de perfilar  una doctrina uniforme en la  aplicación temporal  de los
requisitos del acceso registral de las edificaciones. Tratándose de escrituras autorizadas con anterioridad a la entrada
en vigor de una determina norma de protección de legalidad urbanística pero presentadas en el Registro de la
Propiedad durante su vigencia, debe exigir el registrador su aplicación, pues el objeto de su calificación se extiende a
los requisitos exigidos para la inscripción. Ello no implica una eventual aplicación retroactiva de normas actuales a
hechos pretéritos, pues el curso del procedimiento registral se desarrolla bajo la vigencia de la nueva norma sobre

https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/14/pdfs/BOE-A-2018-12556.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/14/pdfs/BOE-A-2018-12558.pdf
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requisitos de inscripción. En el caso de la inscripción de escrituras de declaración de obra nueva, como recuerda la
Resolución de 30 de mayo de 2016, resulta con claridad la existencia en nuestra legislación de dos vías para lograr su
registración, la ordinaria del apartado primero del artículo 28 de la actual Ley de Suelo y la prevista con carácter
excepcional en el apartado cuarto, que trata de adecuarse a la realidad de edificaciones consolidadas de hecho por el
transcurso de los plazos legales para reaccionar, por parte de la Administración, en restauración de la legalidad
urbanística infringida. El artículo 28, apartado 4, del Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se
aprueba el  texto refundido de la  Ley de  Suelo  y  Rehabilitación  Urbana,  tan sólo  exige la  aportación  de  los
documentos que acrediten «la terminación de la obra en fecha determinada y su descripción coincidente con el
título», de los que resulte además, como aclara el artículo 52, apartado b), del Real Decreto 1093/1997, de 4 de julio,
que dicha fecha sea «anterior al plazo previsto por la legislación aplicable para la prescripción de la infracción en que
hubiera podido incurrir el edificante». La prueba de tal extremo, unida a la constatación sobre «la inexistencia de
anotación preventiva por incoación de expediente de disciplina urbanística sobre la finca objeto de la construcción,
edificación e instalación de que se trate» (así como «que el suelo no tiene carácter demanial o está afectado por
servidumbres de uso público general») constituyen los únicos requisitos necesarios para el acceso de la obra al
Registro. Como la Resolución de 1 de julio de 2015 reconoció, ciertamente no es competencia de este Centro
Directivo, ni tampoco del registrador calificar la naturaleza de la eventual infracción cometida, pero sí lo es la de
comprobar el plazo aplicable a efectos del artículo 20.4, hoy 28.4, de la Ley de Suelo estatal que, recordemos, no
requiere una prueba exhaustiva de la efectiva prescripción; destacando que si la norma sustantiva aplicable dispone
que si la edificación se realizara sobre terrenos calificados con régimen especial –generalmente sistemas generales,
zonas  verdes,  espacios  libres  o  suelo  no  urbanizable  especial,  según  la  diferente  normativa  autonómica–  la
Administración podrá actuar sin limitación alguna de plazo, se deduce que, en esos supuestos particulares, no cabe la
consolidación de la obra por antigüedad. A partir de la entrada en vigor de la ley 13/2015 no es posible el acceso
registral de declaración de edificaciones o instalaciones sin que en el título correspondiente conste la delimitación
geográfica de su ubicación precisa. Además, para que, una vez precisada la concreta ubicación geográfica de la
porción de suelo ocupada por la edificación, el registrador pueda tener la certeza de que esa porción de suelo se
encuentra íntegramente comprendida dentro de la delimitación perimetral de la finca sobre la que se pretende
inscribir, es posible que necesite, cuando albergue duda fundada a este respecto, que conste inscrita, previa o
simultáneamente la delimitación geográfica y lista de coordenadas de la finca en que se ubique. Constando al
registrador, por los medios de calificación de que dispone, la concreta ubicación geográfica de una edificación o de
la finca en la que se ubica, determinante, como se ha dicho, de un particular régimen jurídico aplicable, en este caso,
la  ordenación  territorial  y  urbanística,  no  cabe  sino  afirmar  la  procedencia  de  suspender  la  inscripción  de
declaraciones  de obra efectuadas  por la  vía  del  artículo 28,4 de la  Ley de Suelo,  cuando así  resulte  de dicha
normativa, siempre que el registrador, de forma motivada, lo justifique en alguno de los presupuestos que previene
el citado artículo, como la afectación a suelo demanial, servidumbre de uso público o suelo de especial protección
determinante  de  la  imprescriptibilidad  de  la  acción  de  restablecimiento  de  legalidad. Debe  rechazarse  toda
interpretación basada en la exigencia generalizada de previa certificación administrativa acreditativa bien de la
naturaleza del suelo, bien de la propia prescripción de la acción de disciplina, bien, como se pide en este caso, de la
no existencia de infracción de normas urbanísticas, pues sería del todo contrario al espíritu que inspira la redacción
del citado artículo 28.4, en particular, tras la reforma por Ley 8/2013. A falta de una completa motivación en la nota
de calificación sobre la eventual afección de la finca a tales situaciones de imprescriptibilidad, como afirmó la
Resolución de este Centro Directivo de 28 de junio de 2017, debe desestimarse la exigencia de acreditación
administrativa previa sobre la calificación del suelo, o sobre la ausencia genérica de infracción urbanística, en orden a
la inscripción de la declaración de obra por la vía del 28.4 de la Ley de Suelo. Tampoco puede confirmarse la
exigencia del registrador en el sentido de la necesidad de acreditar, por medio de la certificación municipal, la fecha
exacta de terminación de las obras. Partiendo de la necesaria calificación o control registral como presupuesto
necesario para la inscripción de esas obras antiguas,  procede aclarar que ni el  artículo 52.a) del Real Decreto
1093/1997, de 4 de julio, ni el artículo 28.4 del Texto Refundido de la Ley de Suelo, establecen algún orden de
jerarquía entre los cuatro medios probatorios (certificación expedida por el Ayuntamiento o por técnico competente,
acta notarial descriptiva de la finca o certificación catastral descriptiva y gráfica de la finca) de la existencia de la
obra, de su descripción y de la fecha determinada de terminación de la obra o antigüedad de la misma.
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/14/pdfs/BOE-A-2018-12560.pdf

- R. 31-7-2018.- R.P. Arona.- OBRA NUEVA: VIVENDAS TURÍSTICAS EN CANARIAS. Desde el punto de
vista del Registro de la Propiedad, en la inscripción de una edificación debe reflejarse: «(...)  si  en el proyecto
aprobado se  especifica,  el  número de viviendas,  apartamentos,  estudios,  despachos,  oficinas  o cualquier  otro
elemento que sea susceptible de aprovechamiento independiente» (artículo 45 del Real Decreto 1093/1997, de 4 de
julio, por el que se aprueban las normas complementarias al Reglamento para la ejecución de la Ley Hipotecaria
sobre Inscripción en el Registro de la Propiedad de Actos de Naturaleza Urbanística). La doble vía de inscripción
registral de las obras nuevas (según se acojan al régimen previsto con carácter ordinario en el apartado 1 del artículo
28 del texto refundido de la Ley de Suelo, o bien al régimen previsto para las obras nuevas «antiguas» en el apartado
4 del mismo precepto) se refleja igualmente en la norma sectorial aplicable al presente supuesto contenida en el
artículo 23 de la antes citada Ley 2/2013, de 29 de mayo, de renovación y modernización turística de Canarias. En el
supuesto de hecho del presente expediente al objeto de acreditar el uso turístico de la finca se incorporan al acta
calificada los siguientes documentos: a) certificado urbanístico del Ayuntamiento de Arona; b) licencia municipal de
apertura del Hotel; c) licencia de apertura del Gobierno de Canarias; d) certificado final de obra; e) cédula de
habitabilidad; f) contrato de cesión de los derechos de explotación, y g) certificado del Ayuntamiento de Arona, por
el que se hace constar la vigencia de la licencia municipal de apertura del hotel. En el contenido de este informe basa
la registradora su calificación desfavorable por un doble motivo: primero, porque considera que de dicho documento
no resulta de forma clara y expresa el uso turístico del inmueble y, segundo, porque dicho informe se expide
«condicionada a las normas sectoriales». Ninguno de estos motivos, sin embargo, pueden obstar a la constancia
registral solicitada. En cuanto al primero, como se afirmó más arriba, el control administrativo en relación a si una
edificación concreta y determinada puede ser objeto de un uso específico se lleva a cabo con carácter previo
mediante la oportuna licencia de edificación y determinación de usos y posteriormente con la licencia de ocupación
u otro título habilitante, que tiene por objeto la verificación de que la edificación autorizada se ha llevado de acuerdo
a (entre otras cosas) los usos previstos y aprobados. La sujeción del uso turístico acreditado a las normas sectoriales
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(alusión que en este caso hay que entender referida a la propia Ley canaria 2/2013, de 29 de mayo, de renovación y
modernización turística) no sólo no contradice ni se opone a la solicitud de constancia del reiterado uso turístico en
el Registro de la Propiedad, sino que antes al contrario lo impone.
 https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/14/pdfs/BOE-A-2018-12561.pdf

- R. 1-8-2018.- R.P. Cuenca.- PROPIEDAD HORIZONTAL: FORMACIÓN DE MAYORÍAS. El artículo 17
de la Ley sobre propiedad horizontal recoge las reglas a las que se han de someter los acuerdos de la junta de
propietarios. En el apartado octavo, se regula la cuasi unanimidad que es objeto de debate en este expediente. Se
recoge una forma de adopción de acuerdos por cuasi unanimidad que el registrador señala que no es aceptable en el
caso de modificación del título constitutivo o de los estatutos de la propiedad horizontal porque sostiene que tal
procedimiento solo lo es para supuestos de modificación o reforma de elementos para aprovechamiento privativo.
Resulta del expediente que se han cumplido íntegramente las formas, garantías y procedimientos establecidos en el
artículo 9 de la Ley sobre propiedad horizontal –comunicación de la información a todos los propietarios y en la
forma de notificación establecida por el citado artículo– sin que se haya producido manifestación de discrepancia en
el plazo de 30 días naturales, por cualquier medio que permita tener constancia de la recepción. Y, además, no
concurre ninguna de las dos excepciones que impiden aplicar la regla del punto octavo del art. 17.
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/19/pdfs/BOE-A-2018-12720.pdf

- R. 1-8-2018.- R.P. Madrid Nº 29.- HERENCIA: TESTAMENTO ABIERTO EN EL QUE NO CONSTA
LA HORA DE OTORGAMIENTO. En el supuesto de este expediente el registrador suspende la inscripción de
una escritura de adjudicación de herencia porque, a su juicio, constituye defecto el hecho de que en el testamento de
uno de los causantes falte la hora de otorgamiento. Con arreglo al 687 y 695 CC no puede más que ser confirmada
la calificación del registrador. Además, ha acertado el registrador en los términos de la calificación, al suspender la
inscripción  –no la  ha denegado- y no calificar  de nulo el  testamento,  ya que la  declaración  de nulidad solo
corresponde a los jueces y tribunales de Justicia. En segundo lugar, en cuanto a la forma de subsanar el documento,
el artículo 153 del Reglamento Notarial recoge la posibilidad de subsanar los errores materiales cometidos en los
instrumentos  públicos,  y  ciertamente  sólo  hace  mención  a  los  documentos  notariales  «inter  vivos»,  pero  la
jurisprudencia se ha encargado de extender su ámbito también a los instrumentos «mortis causa». Muestra de ello es
la Sentencia del Tribunal Supremo de 20 de marzo de 2012. Lo que permite el artículo 153 del Reglamento Notarial
es la subsanación de errores materiales, omisiones y defectos de forma padecidos en los instrumentos públicos,
pudiendo afectar, incluso, a elementos relevantes del negocio de que se trate, pero sólo cuando pueda comprobarse,
con claridad, que se trata de mero error material, por resultar así atendiendo al contexto del documento y a los
inmediatamente anteriores y siguiente. La posibilidad de rectificación por el notario por sí  solo, dado que no
concurren las partes interesadas a la rectificación, debe ser interpretada con carácter restrictivo. Como ha afirmado
este Centro Directivo, «no se trata de modificar el testamento, lo que no es posible con el procedimiento del artículo
153 RN ni de otro modo que no sea un nuevo otorgamiento, sino que se trata a través del cotejo del protocolo de,
mediante una notoriedad, hacer constar en la nota de expedición de la copia o en testimonio o incluso en acta
separada, las circunstancias que puedan determinar la fecha y hora del otorgamiento para evitar el estrépito judicial
que ocasionaría la alegación de este defecto formal –por otros medios solucionable– en el caso de que no hubiere
intereses enarbolados. Todo ello, sin perjuicio de las acciones de nulidad que corresponden a los interesados ante los
Tribunales  de Justicia.  Todo esto es  perfectamente cohonestado con las  funciones de jurisdicción voluntaria
concedidas a Notario».
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/19/pdfs/BOE-A-2018-12721.pdf

- R. 1-8-2018.- R.P. Oviedo Nº 2.- SEGREGACIÓN DE FINCAS: BASE GRÁFICA. El art. 9 LH debe ser
interpretado en el sentido de incluir en su ámbito de aplicación de supuestos de inscripción obligatoria de la base
gráfica cualquier supuesto de modificación de entidad hipotecaria que conlleve el nacimiento de una nueva finca
registral, como sucede en el presente supuesto en el que se formaliza una agregación de fincas. Todo documento,
cualquiera  que  sea  la  fecha  de  su  otorgamiento,  en  el  que  se  formalice  una  división  o  agrupación  de  finca,
incluyendo las subespecies registrales de la segregación y la agregación, y que se presente a inscripción a partir del 1
de noviembre de 2015, habrá de cumplir con la exigencia legal de aportación preceptiva, para su calificación e
inscripción, de la representación georreferenciada con coordenadas de los vértices de las fincas a las que afecte. Del
propio tenor del artículo 9 se deduce la posibilidad de inscripción de representación gráfica sin tramitación previa de
dicho procedimiento, en los supuestos en los que no existan diferencias superficiales o estas no superen el límite
máximo del 10% de la cabida inscrita y no impidan la perfecta identificación de la finca inscrita ni su correcta
diferenciación respecto de los colindantes. Finalmente, en cuanto a los requisitos técnicos que debe reunir la
representación gráfica georreferenciada que se aporte, habrá que estar a los detallados en la Resolución Conjunta de
esta Dirección General y la Dirección General del Catastro de fecha 26 de octubre de 2015, a la que remite el
artículo 10 de la Ley Hipotecaria. Ha señalado esta Dirección General desde la resolución de 17 de noviembre de
2015, que el procedimiento previsto en el artículo 199 de la Ley Hipotecaria es aplicable incluso cuando la magnitud
de la rectificación superficial excediera del diez por ciento de la superficie inscrita o se tratase de una alteración de
linderos fijos. Sin embargo, en todo caso la representación gráfica aportada debe referirse a la misma porción de
territorio que la finca registral, lo que es presupuesto para la tramitación de este procedimiento y deberá ser objeto
de calificación por el registrador.
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/19/pdfs/BOE-A-2018-12722.pdf 

- R. 1-8-2018.- R.P. Vilanova i la Geltrú Nº 2.- PUBLICIDAD FORMAL:  REQUISITOS. Con carácter previo
hay que recordar, como ha declarado reiteradamente este Centro Directivo (vid., por todas, la Resolución de 11 de
diciembre de 2017) que, a tenor de lo señalado en el artículo 326 de nuestra Ley Hipotecaria, el recurso sólo puede
versar sobre los pronunciamientos señalados por el  registrador en su nota de calificación y en atención a las
circunstancias contenidas en el título o los títulos presentados para la calificación, debiendo recaer el recurso
«exclusivamente sobre las cuestiones que se relacionen directa e inmediatamente con la calificación del Registrador,
rechazándose cualquier otra pretensión basada en otros motivos o en documentos no presentados en tiempo y
forma» (cfr. artículo 326 de la Ley Hipotecaria), por lo que la justificación sobre el interés legítimo alegado en el
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- 1585 - Bol. Colegio Registradores, núm. 57

escrito del recurso, y que no tuvo a la vista la registradora al tiempo de emitir su calificación, no puede ser tenida en
cuenta tampoco por este Centro Directivo. De conformidad con lo dispuesto en los artículos 221 y 222 de la Ley
Hipotecaria y 332 de su Reglamento, el contenido del Registro sólo se ha de poner de manifiesto a quienes tengan
interés en conocer el estado de los bienes y derechos inscritos y, por tanto, este interés se ha de justificar ante el
registrador.En consecuencia, ante una solicitud de publicidad formal, el registrador, debe calificar en primer lugar, si
procede o no expedir la información o publicidad formal respecto de la finca o derecho que se solicita, atendiendo a
la causa o finalidad alegada; en segundo lugar, deberá valorar la existencia de un interés legítimo, y en tercer lugar,
qué datos y circunstancias de los incluidos en el folio registral correspondiente puede incluir o debe excluir de dicha
información. En relación con el interés legítimo, sostiene la Dirección General (cfr. la última Resolución sobre la
materia de fecha 25 de noviembre de 2016) que debe ser: a) un interés conocido, en el sentido de acreditado o
justificado (a excepción de los casos de autoridades, empleados o funcionarios públicos que actúen por razón de su
oficio a  los  que la  legislación hipotecaria  presume dicho interés);  b)  ha de ser  un interés  directo o acreditar
debidamente el encargo sin perjuicio de la dispensa del artículo 332.3 del Reglamento Hipotecario, y c) ha de ser
legítimo. Este concepto de interés legítimo es más amplio un concepto más amplio que el de «interés directo», pues
alcanza a cualquier tipo de interés lícito. En este sentido la Sentencia del Tribunal Supremo, Sala Tercera, de 24 de
febrero de 2000, estableció que dicha exigencia reglamentaria de interés legítimo parece amparada por el artículo
222.7 de la Ley Hipotecaria que se refiere expresamente a los «fines lícitos» que se proponga quien solicite la
información registral, fines lícitos que implican un interés legítimo en cuanto no contrario a derecho. Pero el
registrador, como ha señalado la reciente Resolución de 30 de mayo de 2014, en el ámbito de su calificación, para
considerar justificado ese interés no sólo debe apreciar la literalidad de la causa aducida, sino también su congruencia
con el resto de datos que se le proporcionen al requerir la información. La legislación relativa a la protección de
datos de carácter personal incide directamente en la obligación de los registradores de emitir información sobre el
contenido de los libros registrales. Por lo tanto, aun existiendo interés legítimo en el conocimiento del contenido de
los libros del Registro, deberán quedar excluidos de la información suministrada, aquellos datos que tengan la
consideración de sensibles conforme a lo anteriormente expuesto. En el presente recurso, en la solicitud inicial de
publicidad, como se ha avanzado, si bien se alude por el solicitante a supuestos errores en determinadas inscripciones
relacionadas con las fincas a que se refiere su solicitud, sin embargo no se llegaba a concretar en modo alguno la
específica finalidad o motivo que justifique su interés legítimo para obtener la información registral solicitada.
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/19/pdfs/BOE-A-2018-12723.pdf 

-  R.  2-8-2018.-  R.P.  San  Bartolomé  de  Tirajana  Nº  1.- EXPEDIENTE  JUDICIAL  DOMINIO  PARA
INSCRIBIR EXCESO DE CABIDA: REQUISITOS. En el presente caso es de aplicación el artículo 201 de la
Ley Hipotecaria en la redacción dada antes de la reforma operada por la citada Ley 13/2015, de 24 de junio. Esta
Dirección General viene considerando la citación de los colindantes uno de los trámites esenciales del expediente de
dominio para la acreditación de excesos de cabida, por lo que debe resultar de tal auto que todos los titulares
catastrales de las fincas colindantes han sido citados en el expediente (cfr. Resolución de 8 de noviembre de 2012).
Ahora bien, según matiza la Resolución de 22 de septiembre de 2015, hemos de tener en cuenta que mientras que el
titular catastral del inmueble cuya cabida se pretende rectificar ha de ser citado en todo caso, en cambio, en relación
a los colindantes, lo que exige el artículo 201 de la Ley Hipotecaria es que se cite «a los titulares de los predios
colindantes», que no tienen necesariamente por qué ser exactamente los expresados en la certificación catastral, ni la
ley exige que sean ellos exactamente los citados, pudiendo en este punto el juez citar a los que haya tenido por
colindantes reales, incluso si fueran diferentes de los catastrales. Es igualmente doctrina reiterada de este Centro
Directivo que las dudas del registrador no pueden impedir la inscripción, en vía de principios, en los supuestos de
expediente de dominio (véanse Resoluciones de 10 de mayo de 2002, 10 de septiembre de 2003, 28 de abril de 2005,
7 de julio de 2006, 11 de diciembre de 2010 y 4 de mayo de 2011), pues, en este último caso se trata de un juicio que
corresponde exclusivamente al juez, por ser éste quien dentro del procedimiento goza de los mayores elementos
probatorios para efectuarlo, y de los resortes para hacerlo con las mayores garantías. Dicho de otra forma, el artículo
100 del Reglamento Hipotecario no ampara que el registrador pueda proceder a una nueva valoración de la prueba,
que en dicho procedimiento se ha practicado, y que tenga virtualidad de revisar la efectuada por el juez. Asimismo,
la necesidad de que sea en el momento de expedir la certificación cuando el registrador exprese sus dudas sobre la
coincidencia total  o parcial  de la superficie del  exceso que se atribuye a la finca con otras que hubiesen sido
previamente inmatriculadas ha quedado expresamente recogida en la nueva redacción del artículo 201 de la Ley
Hipotecaria y del artículo 203 a que este se remite, en concreto a su apartado 3, efectuada por la Ley 13/2015, de 24
de junio, de reforma de la Ley Hipotecaria. Si estas dudas no se han expresado por el registrador al expedir la
certificación, no puede pretender plantearlas al presentarse a inscripción el auto judicial aprobatorio del expediente
de dominio (cfr. Resolución de 4 de febrero de 2012, reiterada en las de 25 de noviembre de 2013, 27 de marzo
2014, 17 de junio, 27 de julio y 9 de octubre de 2015 y 4 y 25 de enero y 1 de junio de 2017), salvo que en tal
momento, y con carácter de excepción a la citada regla general, el registrador tenga no ya dudas, sino la certeza de
que la finca que se pretende inmatricular o el exceso que se pretende acreditar ya esté inmatriculado. En cuanto al
tercer defecto, se plantea si es preceptiva la aportación de certificación catastral o, al menos, representación gráfica
alternativa, al tratarse de un exceso de cabida superior a la quinta parte de la cabida inscrita, por lo que, según afirma
la registradora en base a la Resolución de esta Dirección General de 6 de mayo de 2013, se asimila a un supuesto de
inmatriculación. ipción de exceso de cabida en fincas ya inmatriculadas, lo cierto es ambos fueron abordados en el
mismo artículo 298 del Reglamento Hipotecario desde su primera redacción y en base a este precepto señaló la
Resolución de 6 de mayo de 2013 que son exigibles a los excesos de cabida superiores a la vigésima parte de la cabida
inscrita los requisitos para la inmatriculación.
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/19/pdfs/BOE-A-2018-12724.pdf 

-  R.  2-8-2018.-  R.P.  Betanzos.- HERENCIA:  PRETERICIÓN  NO  INTENCIONAL.  ACTA  DE
NOTORIEDAD  DE  DECLARACIÓN  DE  HEREDEROS  INTESTADOS:  CALIFICACIÓN  DEL
REGISTRADOR. En primer lugar, en relación con el ámbito de las facultades del registrador para calificar el acta
de declaración de herederos abintestato, cuestionadas por la recurrente, hay que recodar conforme a reiteradísima
doctrina de este Centro Directivo que el registrador puede y debe calificar las posibles discordancias entre la
declaración de herederos realizada en el acta notarial y lo que resulte del correspondiente llamamiento legal, así
como la no acreditación de los presupuestos legales para la apertura de la sucesión intestada. Como dice la Sentencia
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del Tribunal Supremo de 11 de diciembre de 1964 «la declaración judicial de herederos abintestato no es más que
algo individualizador de un llamamiento hereditario operado por virtualidad de una norma legal, carente de eficacia
jurídico-material y meramente limitado a justificar formalmente una titularidad sucesoria preexistente «ope legis».
De  tal  manera  que  todo  aquello  que  las  separe  de  esta  finalidad  resultará  incongruente  con  esta  clase  de
procedimientos y podrá ser calificado por el registrador. Obviamente siendo ello así en relación con un auto judicial
de declaración de herederos abintestato, dictado en el juicio correspondiente (supuesto al que se refería la Resolución
transcrita), con no menor fundamento ha de aplicarse tal doctrina en relación con las actas notariales de declaración
de herederos abintestato. En cuanto al fondo de la cuestión planteada en el presente recurso, guarda gran similitud
con la que dio lugar a la Resolución de esta Dirección General de 13 de septiembre de 2001, cuya doctrina resulta
plenamente aplicable al presente caso. En efecto, dicha Resolución ya se planteó el tema de la necesidad o no, a
efectos registrales, de una declaración judicial previa de nulidad del testamento, o de la institución de herederos
ordenada en el mismo, por causa de preterición de alguno de los herederos forzosos (en aquel caso de todos ellos) y
para la determinación del carácter de la preterición como errónea o intencional.  El criterio de este Centro Directivo
en la citada Resolución fue favorable a la necesidad de dicha declaración judicial previa. Por tanto, el mero hecho de
que  la  preterición  de  un hijo  nacido (o  adoptado)  con posterioridad  al  otorgamiento  del  testamento  pueda
presumirse como preterición no intencional no genera como efecto inmediato, automático y «ex lege» el de la
nulidad de la institución de herederos. La conclusión anterior no puede alterarse por consecuencia de la doctrina de
este Centro Directivo (Resoluciones de 20 de mayo de 1898, 30 de junio de 1910, 31 de mayo de 1931, 10 de mayo
de 1950, 14 de agosto de 1959) con arreglo a la cual se admite la validez de la partición o de la transacción por los
herederos sin necesidad de la previa declaración de nulidad de la institución en el caso de preterición. Y ello por
cuanto ni esta doctrina resulta aplicable al presente caso, por falta de acuerdo expreso entre todos los herederos
(instituidos y preteridos), ni la misma favorece la tesis de la recurrente, pues para prescindir de la correspondiente
acción judicial de nulidad exige dicho convenio entre los interesados, inexistente en este caso.
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/19/pdfs/BOE-A-2018-12725.pdf 

- R. 4-9-2018.- R.P. Arona.- PRINCIPIO DE TRACTO SUCESIVO: CASOS EN LOS QUE EL TITULAR
REGISTRAL HA FALLECIDO. El respeto a la función jurisdiccional, que corresponde en exclusiva a los Jueces y
Tribunales, impone a todas las autoridades y funcionarios públicos, incluidos por ende los Registradores de la
propiedad, la obligación de cumplir las resoluciones judiciales. Pero no es menos cierto que el Registrador tiene,
sobre tales resoluciones, la obligación de calificar determinados extremos, entre los cuales no está el fondo de la
resolución, pero sí el de examinar si en el procedimiento han sido emplazados aquellos a quienes el Registro concede
algún derecho que podría ser afectado por la sentencia, con objeto de evitar su indefensión, proscrita por el artículo
24 de la Constitución Española y su corolario registral del artículo 20 de la Ley Hipotecaria. En el caso objeto de este
expediente, de la literalidad del testimonio de la sentencia calificada resulta que la demanda se ha dirigido contra el
titular registral vivo, don W. H. D., contra la cotitular registral que se manifiesta que falleció en 1988, doña V. S. D.,
y contra tres personas más, don W. C. D., don R. N. D. y doña J. E. D., respecto de los que no se aclara en qué
concepto se los demanda. Dada la información que ofrece la citada sentencia, no es posible determinar si se trata de
un caso en el que se ha demandado a esas tres personas como los únicos herederos integrantes de la comunidad
hereditaria de la causante, doña V. S. D., o, por el contrario, si se está demandando a la herencia yacente de la citada
causante, de la que pueden formar parte como posibles herederos esos tres codemandados. Si se tratase de la primera
de las opciones, sería preciso acreditar mediante el correspondiente título sucesorio que, en efecto, estos son los
únicos herederos integrantes de la comunidad hereditaria. Si, por el contrario, se trata de un caso de demanda
dirigida contra la herencia yacente de la titular registral fallecida, bastará aclarar que entre los demandados existe
alguno que reúne la condición de heredero, cierto o presunto, de la causante.
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/24/pdfs/BOE-A-2018-12915.pdf 

-  R.  4-9-2018.-  R.P.  Santiago  de  Compostela  Nº  2.- ASIENTO DE PRESENTACIÓN:  NO PUEDEN
PRESENTARSE DOCUMENTOS PRIVADOS. Se trata de decidir en este recurso si puede practicarse asiento de
presentación en el Libro Diario de un documento privado cuyo objeto es la solicitud de rectificación de una
inscripción. La negativa a la práctica del asiento de presentación es una calificación más y, como tal decisión, puede
ser impugnada mediante mismo recurso que puede interponerse contra una calificación que deniegue o suspenda la
inscripción del documento y, por tanto, debe tramitarse tal recurso a través del procedimiento previsto en los
artículos 322 y siguientes de la Ley Hipotecaria. El artículo 420.1 del Reglamento Hipotecario, en consonancia con
el artículo 3 de la Ley Hipotecaria, ordena a los registradores no extender asiento de presentación de los documentos
privados, salvo en los supuestos en que las disposiciones legales les atribuyan eficacia registral. Este Centro Directivo
ha reiterado que la negativa a la práctica de un asiento de presentación sólo debe realizarse cuando el documento
cuya constancia registral se solicita sea, palmaria e indudablemente, de imposible acceso al Registro. Es indudable
que en el presente expediente nos encontramos claramente ante una instancia privada que no puede provocar
asiento registral  alguno,  por  lo  que debe confirmarse  la  negativa  del  registrador  a  la  práctica  del  asiento de
presentación, sobre la que nada argumenta la recurrente.
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/24/pdfs/BOE-A-2018-12916.pdf 

- R. 5-9-2018.- R.P. Bande.- INMATRICULACIÓN POR TÍTULO PÚBLICO: REQUISITOS. Con la nueva
redacción legal del art. 205 LH, no se admite más forma documental de acreditar la previa adquisición que el título
público, que es una especie concreta y especialmente cualificada dentro del amplio género de los documentos
fehacientes,  y,  además,  se  exige  que dicha  adquisición  previa  se  haya  producido al  menos  un año  antes  del
otorgamiento del título público traslativo que va a operar como título inmatriculador.  Nótese que dicho lapso
temporal mínimo de un año ha de computarse, no necesariamente entre las fechas de los respectivos otorgamientos
documentales, esto es, el de título público previo y el del título público traslativo posterior, sino entre la fecha de la
previa adquisición documentada en título público, y la fecha del otorgamiento del título traslativo posterior. Ello
permite interpretar que en los casos de aceptación de herencia y formalización en título público de la adjudicación y
adquisición de la propiedad de los bienes hereditarios, si con posterioridad se otorga título traslativo de ellos a un
tercero, el plazo de un año a que se refiere el artículo 205 se puede computar desde el fallecimiento del causante de la
herencia, momento desde el cual se entiende adquirida por el heredero la posesión y por ende la propiedad de los

https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/19/pdfs/BOE-A-2018-12725.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/24/pdfs/BOE-A-2018-12915.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/24/pdfs/BOE-A-2018-12916.pdf
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bienes hereditarios, y no necesariamente desde el otorgamiento del título público de formalización de la aceptación
y adjudicación de herencia.
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/24/pdfs/BOE-A-2018-12917.pdf 

- R. 5-9-2018.- R.P. Girona Nº 4.- PROCEDIMIENTO DE EJECUCIÓN DE HIPOTECA: APLICACIÓN
PONDERADA DEL 671 DE LA LEC. La cuestión objeto de este expediente es determinar si es inscribible un
testimonio de decreto de adjudicación y de mandamiento de cancelación de cargas dictados en el seno de un
procedimiento de ejecución hipotecaria en el que, tras quedar desierta la subasta, se adjudica la casa hipotecada al
acreedor por el 60% del valor de tasación de la finca. La finca subastada es la vivienda habitual del deudor. Sentado
pues que puede y debe calificar el registrador si el efectivo importe de adjudicación de la finca en el procedimiento
se acomoda al previsto en la Ley de Enjuiciamiento Civil, procede ahora evaluar si en el presente caso, y puesto que
la subasta quedó desierta por falta de licitadores y se trata de vivienda habitual, la adjudicación debió realizarse por el
60% del valor de tasación, como sostiene el recurrente, o por la cantidad que se ha liquidado como debida al
ejecutante por todos los conceptos, que en el presente caso es inferior al 70% pero superior al 60% del valor de
subasta. En concreto, dicha cantidad debida equivale al 68,93% del valor de subasta de la finca. En base a los
principios generales de interpretación de normas jurídicas recogido en el artículo 3 del Código Civil que señala que
«las normas se interpretarán según el sentido propio de sus palabras, en relación con el contexto, los antecedentes
históricos y legislativos, y la realidad social del tiempo en que han de ser aplicadas, atendiendo fundamentalmente al
espíritu y finalidad de aquellas» parece, que la interpretación del artículo 671 no puede ser la puramente literal, ya
que puede producir un resultado distorsionado, cuando, como es el caso del presente expediente, por el hecho de
que la deuda sea ligeramente inferior al 70% del valor de subasta, se permita al acreedor adjudicarse la finca por el
60% y seguir existiendo un saldo a su favor, o deuda pendiente a cargo del ejecutado que se ve privado de su
vivienda habitual, siendo así que si la deuda fuera del 70% la adjudicación se realizaría por dicho importe, quedando
pagada la deuda, mientras que si el saldo de la deuda fuera algo inferior al 70% del valor por el que hubiera salido a
subasta, la adjudicación se produciría por el 60%. Por ello, debe también atenderse al espíritu y finalidad de la Ley
1/2013, de 14 de mayo, que fue la de aumentar la protección a los ejecutados en el caso de ejecución de su vivienda
habitual, así como a los criterios de interpretación sistemática y contextual, comparando la redacción de los artículos
670 y 671 citados, y concluyendo que la redacción literal del artículo 671 ha de ser interpretada en el mismo sentido
que la del artículo 670, es decir, que el ejecutante tiene derecho a pedir la adjudicación del inmueble por el 70% del
valor de subasta, o si la cantidad que se le deba por todos los conceptos es inferior a ese porcentaje, por la cantidad
que se le debe por todos los conceptos, siempre que esta cantidad sea superior al sesenta por ciento de su valor de
subasta. En base a todo lo expuesto, y a los concretos efectos que la ley confiere a las Resoluciones de este Centro
Directivo, se estima que la interpretación ponderada y razonable del artículo 671 de la Ley de Enjuiciamiento Civil,
para evitar un resultado literal contrario al espíritu y finalidad de la ley, habrá de ser la de que «si se tratare de la
vivienda habitual del deudor, la adjudicación se hará por importe igual al 70 por cien del valor por el que el bien
hubiese salido a subasta o si la cantidad que se le deba por todos los conceptos es inferior a ese porcentaje, por la
cantidad que se le deba al ejecutante por todos los conceptos, con el límite mínimo del 60 por cien del valor de
subasta».
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/24/pdfs/BOE-A-2018-12918.pdf 

-  R.  6-9-2018.-  R.P.  Córdoba  Nº  3.- PROCEDIMIENTO  DE  EJECUCIÓN  HIPOTECARIA:
INTERPRETACIÓN DEL ART. 671 LEC. RESOLUCIONES DE LA DGRN: IMPORTANCIA DE SU
DOCTRINA. Entre  esos  aspectos  sujetos  a  calificación  se  encuentra  la  congruencia  del  mandato  con  el
procedimiento o juicio en que se hubiere dictado. Es evidente que la privación de la titularidad de una finca como
consecuencia de la ejecución de la hipoteca que la grava, sólo puede llevarse a cabo por los trámites de alguno de los
procedimientos regulados en la Ley de Enjuiciamiento Civil y en la Ley Hipotecaria. Dicho procedimiento sólo será
reconocible si se respetan una serie de garantías básicas que impiden la indefensión del demandado que va a terminar
perdiendo  la  propiedad  del  bien  objeto  de  ejecución.  Entre  esas  garantías  fundamentales  está  la  de  que  la
adjudicación, en caso de que la subasta quede desierta, se haga al ejecutante por una cantidad que respete unos
porcentajes  mínimos del  valor de tasación de la  finca hipotecada.  Si  dichos límites  no se respetan,  no puede
sostenerse que se ha seguido un procedimiento adecuado para provocar el sacrificio patrimonial del ejecutado, y el
registrador debe, incluso con más rigor que en el procedimiento ejecutivo ordinario, rechazar el acceso al Registro
de la adjudicación. En base a los principios generales de interpretación de normas jurídicas recogido en el artículo 3
del Código Civil que señala que «las normas se interpretaran según el sentido propio de sus palabras, en relación con
el contexto, los antecedentes históricos y legislativos, y la realidad social del tiempo en que han de ser aplicadas,
atendiendo fundamentalmente al espíritu y finalidad de aquellas» parece, que la interpretación del artículo 671 no
puede ser la puramente literal, ya que puede producir un resultado distorsionado. Conforme al art. 670 existiendo
postores cabe la posibilidad de que el remate sea inferior al 50% del valor de tasación siempre que cubra al menos, la
cantidad por la que se haya despachado la ejecución, incluyendo la previsión para intereses y costas. Y en este caso,
como garantía complementaria la Ley atribuye al letrado de la Administración de Justicia la apreciación y valoración
de las circunstancias concurrentes, oídas las partes, y establece que, en caso de que se realice el remate en esos
términos, existirá la posibilidad de presentar recurso de revisión frente al decreto de adjudicación. Esta norma
especial, prevista por el legislador para circunstancias extraordinarias y con una serie de garantías específicas, parece
que debe integrarse igualmente para el supuesto del artículo 671, por lo que en esta hipótesis será preciso que se dé
cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 670.4 (cfr. artículo. 4.1 del Código Civil). Como bien dice la registradora
en su informe, el propio Tribunal Supremo ha declarado en Sentencia de 29 de enero de 1996 que «habría que
dilucidar cuál es la autoridad que se ha de dar a las Resoluciones de la citada Dirección General y, en ese sentido, las
sentencia de 22 de abril de 1987 y 15 de marzo de 1991, establecieron que si bien la doctrina de las mismas no es
propiamente jurisprudencia dado el carácter administrativo del Centro, sin embargo es usual concederles una
reconocida autoridad y sobre todo en los casos en que ninguna otra doctrina o norma se aducen en contra de la
opinión fundada de dicho Centro».
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/26/pdfs/BOE-A-2018-13016.pdf 

-  R.  6-9-2018.-  R.P.  Santa  Pola  Nº  1.- PROCEDIMIENTO  DE  EJECUCIÓN  HIPOTECARIA:
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INTERPRETACIÓN DEL ART. 671 LEC. RESOLUCIONES DE LA DGRN: IMPORTANCIA DE SU
DOCTRINA. Entre  esos  aspectos  sujetos  a  calificación  se  encuentra  la  congruencia  del  mandato  con  el
procedimiento o juicio en que se hubiere dictado. Es evidente que la privación de la titularidad de una finca como
consecuencia de la ejecución de la hipoteca que la grava, sólo puede llevarse a cabo por los trámites de alguno de los
procedimientos regulados en la Ley de Enjuiciamiento Civil y en la Ley Hipotecaria. Dicho procedimiento sólo será
reconocible si se respetan una serie de garantías básicas que impiden la indefensión del demandado que va a terminar
perdiendo  la  propiedad  del  bien  objeto  de  ejecución.  Entre  esas  garantías  fundamentales  está  la  de  que  la
adjudicación, en caso de que la subasta quede desierta, se haga al ejecutante por una cantidad que respete unos
porcentajes  mínimos del  valor de tasación de la  finca hipotecada.  Si  dichos límites  no se respetan,  no puede
sostenerse que se ha seguido un procedimiento adecuado para provocar el sacrificio patrimonial del ejecutado, y el
registrador debe, incluso con más rigor que en el procedimiento ejecutivo ordinario, rechazar el acceso al Registro
de la adjudicación. En base a los principios generales de interpretación de normas jurídicas recogido en el artículo 3
del Código Civil que señala que «las normas se interpretaran según el sentido propio de sus palabras, en relación con
el contexto, los antecedentes históricos y legislativos, y la realidad social del tiempo en que han de ser aplicadas,
atendiendo fundamentalmente al espíritu y finalidad de aquellas» parece, que la interpretación del artículo 671 no
puede ser la puramente literal, ya que puede producir un resultado distorsionado. Conforme al art. 670 existiendo
postores cabe la posibilidad de que el remate sea inferior al 50% del valor de tasación siempre que cubra al menos, la
cantidad por la que se haya despachado la ejecución, incluyendo la previsión para intereses y costas. Y en este caso,
como garantía complementaria la Ley atribuye al letrado de la Administración de Justicia la apreciación y valoración
de las circunstancias concurrentes, oídas las partes, y establece que, en caso de que se realice el remate en esos
términos, existirá la posibilidad de presentar recurso de revisión frente al decreto de adjudicación. Esta norma
especial, prevista por el legislador para circunstancias extraordinarias y con una serie de garantías específicas, parece
que debe integrarse igualmente para el supuesto del artículo 671, por lo que en esta hipótesis será preciso que se dé
cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 670.4 (cfr. artículo. 4.1 del Código Civil). Como bien dice la registradora
en su informe, el propio Tribunal Supremo ha declarado en Sentencia de 29 de enero de 1996 que «habría que
dilucidar cuál es la autoridad que se ha de dar a las Resoluciones de la citada Dirección General y, en ese sentido, las
sentencia de 22 de abril de 1987 y 15 de marzo de 1991, establecieron que si bien la doctrina de las mismas no es
propiamente jurisprudencia dado el carácter administrativo del Centro, sin embargo es usual concederles una
reconocida autoridad y sobre todo en los casos en que ninguna otra doctrina o norma se aducen en contra de la
opinión fundada de dicho Centro».
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/26/pdfs/BOE-A-2018-13017.pdf 

-  R.  7-9-2018.-  R.P.  Guadarrama-Alpedrete.- PRINCIPIO  DE  TRACTO  SUCESIVO:  BIENES
GANANCIALES. Es doctrina reiterada de este Centro Directivo que la resolución del recurso no puede basarse en
documentos que el registrador no pudo tener en consideración al realizar la calificación impugnada. El respeto a la
función jurisdiccional, que corresponde en exclusiva a los jueces y tribunales, impone a todas las autoridades y
funcionarios públicos, incluidos por ende los registradores de la Propiedad, la obligación de cumplir las resoluciones
judiciales. Pero no es menos cierto que el registrador tiene, sobre tales resoluciones, la obligación de calificar
determinados  extremos,  entre  los  cuales  no  está  el  fondo  de  la  resolución,  pero  sí  el  de  examinar  si  en  el
procedimiento han sido emplazados aquellos a quienes el Registro concede algún derecho que podría ser afectado
por la sentencia, con objeto de evitar su indefensión, proscrita por el artículo 24 de la Constitución Española y su
corolario registral  del  artículo 20 de la Ley Hipotecaria.  De lo establecido en los artículos 20 y 38 de la Ley
Hipotecaria, 1375 a 1378 del Código Civil y 93 y 94 del Reglamento Hipotecario, se puede concluir que, sobre una
finca inscrita en el Registro de la Propiedad como ganancial o presuntivamente ganancial, solo podrán inscribirse
resoluciones judiciales dictadas en procedimientos dirigidos contra ambos cónyuges o sus respectivos herederos.
La finca, según se ha expuesto, aparece inscrita a nombre de don G. A. M. por título de compra, en virtud de
escritura otorgada el día 16 de noviembre de 1913. Atendiendo a la redacción del Código Civil vigente en dicha
fecha, se pueden establecer las siguientes conclusiones: -se deduce que el régimen de gananciales actuaba como
régimen legal supletorio, en defecto de pacto en capitulaciones matrimoniales, que solo cabía otorgar antes de
celebrar el matrimonio; - la finca 576 se presumía ganancial de don G. A. M. y su esposa. Debe reconocerse que
concurren en este caso dificultades objetivas para conseguir identificar a dicha señora, más aun cuando tampoco
consta que se ha conseguido localizar al esposo que aparece como titular registral. Pero no puede olvidarse que, dado
el número de años transcurrido desde la fecha de otorgamiento de la escritura de compra, lo más probable es que esté
ya fallecida. Y, para esos casos en los que el titular de derechos inscritos ha muerto y se desconoce quiénes son sus
herederos, este Centro Directivo ha consolidado una doctrina en los últimos años según la cual puede suplirse el
llamamiento ad personan de esos herederos ignorados, por su genérica citación por edictos y por la garantía añadida
del nombramiento de un administrador judicial que represente y defienda los intereses de la herencia yacente, en los
términos previstos en los artículos 790 y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento Civil.
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/26/pdfs/BOE-A-2018-13018.pdf 

- R. 7-9-2018.- R.P. Madrid Nº 20.- PODER OTORGADO ANTE NOTARIO EXTRANJERO: JUICIO DE
EQUIVALENCIA. La cuestión que se plantea en el presente expediente hace referencia al alcance de la calificación
registral de dos poderes otorgados en el extranjero, y que el notario español juzga suficientes para la autorización de
una escritura pública,  con expresión del  juicio exigido en el  artículo 98 de la  Ley 24/2001. Como afirmó  la
Resolución de esta Dirección General de 14 de septiembre de 2016, en materia de ley aplicable a la representación
no resulta de aplicación el Reglamento (CE) 593/2008 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de junio, sobre
la ley aplicable a las obligaciones contractuales. Conforme al artículo 10.11 del Código Civil, tratándose de una
representación voluntaria sobre la que no se ha pactado otra cosa y que se va a ejercitar en España, la Ley que regula
el ejercicio del poder de representación es la Ley española. Conforme a la ley que regula la obligación principal
(artículos  3  del  Reglamento  (CE)  n.o  593/2008;  10.1  y  10.11  del  Código  Civil),  no  cabe  duda  de  que  los
documentos públicos extranjeros de apoderamiento, si son equivalentes, formal y sustancialmente o susceptibles de
ser adecuados al ordenamiento español, producen en España el efecto requerido conforme al Derecho español para la
representación en la cesión de créditos con garantía hipotecaria y para su inscripción en el Registro de la Propiedad.
Esta Dirección General ha recordado desde antiguo, y lo reitera en las consideraciones ya expuestas, que el título
representativo en virtud del que se comparece ante el notario español ha de ser equivalente al documento público
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español  como requisito  exigido por  nuestro ordenamiento y que dicha circunstancia  debe ser  acreditada de
conformidad con las exigencias de nuestro ordenamiento (vid. Resoluciones de 11 de junio de 1999, 19 de febrero
de 2004 y 23 de mayo de 2006, entre otras). En efecto la especial importancia de la equivalencia se deduce de la
Sentencia  del  Tribunal  de  Justicia  de  la  Unión  Europea  de  9  de  marzo de  2017,  en el  asunto C-342/15. La
presentación al notario de un poder otorgado fuera de España exige, al igual que ocurre con poderes otorgados en
España, un análisis jurídico que conllevará, conforme a los artículos 10.11 y 11 del Código Civil, de una parte, la
remisión respecto de la suficiencia del poder a la ley española, a la que se somete el ejercicio de las facultades
otorgadas por el representado, de no mediar sometimiento expreso, y de otra, al análisis de la equivalencia de la
forma en España.  Como ha reiterado este  Centro Directivo,  el  documento extranjero sólo  es  equivalente al
documento español si concurren en su otorgamiento aquellos elementos estructurales que dan fuerza al documento
público español: que sea autorizado por quien tenga atribuida en su país la competencia de otorgar fe pública y que
el autorizante de fe, garantice, la identificación del otorgante así como su capacidad para el acto o negocio que
contenga. Si tales indicaciones constan en la escritura, la reseña que el notario realice de los datos identificativos del
documento auténtico  y  su  juicio  de  suficiencia  de  las  facultades  representativas  harán  fe,  por  sí  solas,  de  la
representación acreditada. El registrador calificará en estos casos de poderes extranjeros, la eficacia formal del poder
(legalización, apostilla y traducción, en su caso) y, además, que se cumplan los requisitos de equivalencia del poder
otorgado en el extranjero (cfr. los artículos 56 y 60 de la Ley 29/2015, de 30 de julio, de cooperación jurídica
internacional en materia civil; y, en su ámbito de aplicación, la disposición adicional tercera de la Ley 15/2015, de 2
de julio, de la Jurisdicción Voluntaria), es decir, que la autoridad extranjera haya intervenido en la confección del
documento desarrollando funciones equivalentes a las que desempeñan las autoridades españolas en la materia de que
se trate y surta los mismos o más  próximos efectos en el país  de origen, que implica juicio de identidad y de
capacidad de los otorgantes y que resulta sustancial y formalmente válido conforme a la ley aplicable (artículos 10.11
y 11 del Código Civil), si bien el registrador, bajo su responsabilidad, puede apreciar esa equivalencia. Como se ha
recordado en la Resolución de 5 de enero de 2017 el artículo 36 del Reglamento Hipotecario (al que se remite el
artículo 5 del Reglamento del Registro Mercantil) posibilita que el Derecho extranjero pueda ser acreditado, entre
otros medios, mediante aseveración o informe de un notario, habiendo manifestado esta Dirección General (cfr.
Resolución 20 de julio de 2015) que si el registrador entendiese que del informe emitido por el notario no se
dedujera la conclusión pretendida en cuanto al sentido, alcance e interpretación de las normas extranjeras, debe el
registrador al calificar expresar y motivar las concretas razones de su rechazo, sin que, por tanto, sea suficiente una
referencia genérica de falta de prueba del Derecho extranjero. Si el registrador considera que el juicio de suficiencia
emitido por el notario es erróneo, de acuerdo con lo expuesto en los anteriores Fundamentos de Derecho, debe
motivarlo adecuadamente, con referencia expresa a la legislación extranjera aplicable. Tratándose del juicio de
suficiencia del artículo 98 de la Ley 24/2001 el notario tiene la obligación inexcusable de emitirlo (artículo 166 del
Reglamento Hipotecario y Sentencia del Tribunal Supremo de 5 de mayo de 2008), mientras que el informe de
equivalencia puede ser emitido o no por el notario, toda vez que éste no está  obligado a conocer el Derecho
extranjero y el documento extranjero debe ser equivalente al documento público español a los meros efectos de su
inscripción en el Registro de la Propiedad, al exigir el artículo 3 de la Ley Hipotecaria titulación pública, como regla
general, y sin que ello sea esencial a efectos extrarregistrales. Lo que ocurre es que siendo juicios distintos, el de
suficiencia y el de equivalencia, aquél cuando se produce de forma expresa necesariamente ha de implicar el de que
el poder es equivalente, salvo que por sus términos se desprenda otra cosa. El juicio de equivalencia notarial no tiene
por qué ajustarse a fórmulas sacramentales, ni tiene que necesariamente adoptar la forma de informe separado, sino
que basta la reseña del documento extranjero, el nombre y residencia del notario autorizante, la ley extranjera
conforme a la cual se ha autorizado y la existencia de la apostilla o legalización, y que el notario en base a las
circunstancias del caso y a su conocimiento de la ley extranjera hiciera constar bajo su responsabilidad «que el poder
reseñado es suficiente para el otorgamiento de esta escritura de (...), entendiendo que el mismo es funcionalmente
equivalente a los efectos de acreditar la representación en el tráfico jurídico internacional» o fórmulas similares que
cuanto más precisas y explícitas sean mayor será su contribución a la certidumbre y seguridad jurídicas. Lo que no
sería suficiente es el mero otorgamiento del instrumento público. Pero si hay una expresa declaración de suficiencia
para el acto o negocio concreto que se autoriza, esta debe implicar la de equivalencia necesariamente. Sin perjuicio
de lo anterior, esta Dirección General ha recordado reiterada y muy recientemente (cfr., por todas, Resoluciones de
15 de febrero de 2016 y 5 de enero de 2017) tanto a registradores como a notarios la conveniencia de ir avanzando
en el conocimiento de los derechos de los demás Estados, especialmente si forman parte de la Unión Europea.
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/26/pdfs/BOE-A-2018-13019.pdf 

-  R.  7-9-2018.-  R.P.  Alicante  Nº  4.- RÉGIMEN  ECONÓMICO  MATRIMONIAL  EXTRANJERO:
REQUISITOS PARA LA INSCRIPCIÓN. El sistema español de seguridad jurídica preventiva tiene como uno de
sus pilares básicos la publicidad de la titularidad del dominio y demás derechos reales sobre bienes inmuebles. Por
ello la determinación de la titularidad debe quedar reflejada en los asientos del Registro de la Propiedad. Tratándose
de personas casadas, la titularidad queda afectada por la existencia convencional o legal de un régimen económico-
matrimonial que determina el ejercicio y extensión del derecho. Para que dichas circunstancias puedan ser conocidas
por terceros el Registro debe publicarlas, por lo que se exige la debida constancia de cuál sea el régimen económico-
matrimonial aplicable al titular registral. El artículo 159 del Reglamento Notarial no hace distinción alguna, por lo
que el notario autorizante debe indagar la situación de los otorgantes a fin de averiguar si existen capítulos o
contrato matrimonial entre ellos para proceder, tal y como exige dicho precepto, testimoniando, en su caso, los
aspectos particulares que puedan ser relevantes al efecto. De otro lado, el notario español está obligado a aplicar la
norma de conflicto española (artículo 12.6 del Código Civil) y a determinar, de acuerdo a dicha norma, la ley
material que resulte aplicable al régimen económico de los cónyuges. Estas reglas están ciertamente flexibilizadas
para los supuestos de inscripción de bienes a favor de adquirentes casados sometidos a legislación extranjera, pues no
se exige la acreditación «a priori» del régimen económico- matrimonial, bastando que la inscripción se practique a
favor del adquirente o adquirentes casados, haciéndose constar en la inscripción que se verificará con sujeción a su
régimen matrimonial (artículo 92 Reglamento Hipotecario). En casos en los que la escritura se limite a expresar que
los cónyuges extranjeros adquieren con sujeción a su régimen económico-matrimonial sin que conste cuál sea éste,
si el registrador tiene conocimiento del mismo y, por ejemplo, es un régimen de separación, se considera justificada
su exigencia sobre la constancia en dicha escritura de la cuota que corresponde a cada uno de los adquirientes del
bien objeto de inscripción, conforme al artículo 54 del Reglamento Hipotecario. Una vez realizada por el notario
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autorizante dicha labor de precisión  del  carácter  legal  del  régimen económico- matrimonial  (derivado de la
aplicación de las normas que disciplinan los posibles conflictos de Derecho interregional –o, como en este caso, de
Derecho internacional privado–, desvaneciendo así toda posible duda sobre origen legal o convencional de dicho
régimen), no puede el registrador exigir más especificaciones sobre las razones en que se funda su aplicación.
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/26/pdfs/BOE-A-2018-13020.pdf 

1.1. Propiedad. (Por Pedro Ávila Navarro)

 - R. 30 y 31-7-2018.- R.P. Azpeita.- HIPOTECA: CANCELACIÓN: PROCEDENCIA POR CADUCIDAD
CONVENCIONAL DEL DERECHO REAL. La Dirección estima la solicitud de cancelación de hipoteca por
caducidad, por transcurso del plazo de duración pactado, conforme al  art.  82.2 LH: «Nada se opone a que la
hipoteca, como los demás derechos reales, pueda ser constituida por un plazo determinado (vid. arts. 513.2, 529,
546.4 y 1843.3 C.c.), de modo que únicamente durante su vigencia puede ser ejercitada la acción hipotecaria,
quedando totalmente extinguido el derecho real una vez vencido dicho plazo, salvo que en ese instante estuviera ya
en trámite de ejecución hipotecaria; [...] no siempre es fácil decidir si, en el caso concreto, el plazo señalado es
efectivamente de duración de la hipoteca misma con el alcance anteriormente señalado, o si se trata de definir
únicamente el margen temporal en el que debe surgir la obligación para que quede garantizada con la hipoteca» (ver
R. 17.10.1994); en el caso concreto se diferencia entre el plazo de pago de la obligación garantizada y el plazo de
duración de la hipoteca («la hipoteca que se constituye tiene el plazo de duración de cinco años a contar desde el
otorgamiento de la presente escritura»); «debe entenderse que este último plazo pactado es un plazo convencional de
caducidad de la hipoteca, por lo que el recurso debe ser estimado». (Particular contra Registro de la Propiedad de
Azpeitia). 
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/14/pdfs/BOE-A-2018-12555.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/14/pdfs/BOE-A-2018-12558.pdf

-  R.  30-7-2018.-  R.P.Torrevieja  Nº  3.-  BIENES  GANANCIALES:  LA  DISOLUCIÓN  CON
ADJUDICACIÓN PRIVATIVA A UN COMUNERO QUE LO ERA CON CARÁCTER PRIVATIVO
REQUIERE EXPRESIÓN DE LA CAUSA. Se disuelve la comunidad con adjudicación de la finca con carácter
privativo en favor de uno de los comuneros, que era titular de una tercera parte privativa y otra ganancial; consiente
su cónyuge. Pero dice la Dirección que «habida cuenta de la inexistencia de un precepto que admita la atribución
implícita de privatividad (como existe respecto de la atribución de ganancialidad –vid. art. 1355 C.c.–), falta la
expresión de la causa de la adquisición y mutación de la porción indivisa ganancial en privativa, por lo que, hasta
que no se subsane la escritura expresando la causa onerosa o gratuita del negocio de atribución de privatividad
indicado, no podrá ser inscrita en tal concepto privativo». (Particular contra Registro de la Propiedad de Torrevieja-
3). Ver el caso inverso, posible al amparo del art. 1355 C.c., en R. 11.05.2016. Ver también R. 17.09.2012.
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/14/pdfs/BOE-A-2018-12556.pdf

 - R. 31-7-2018.- R.P. Sepúlveda.- CALIFICACIÓN REGISTRAL: LA NOTA DE CALIFICACIÓN, NO EL
INFORME, DEBE CONTENER LA MOTIVACIÓN ÍNTEGRA. OBRA NUEVA: LA DECLARACIÓN
POR  ANTIGÜEDAD  NO  REQUIERE  PRUEBA  DE  LA  PRESCRIPCIÓN  DE  LA  ACCIÓN
ADMINISTRATIVA. OBRA  NUEVA:  DECLARACIÓN  SOBRE  FINCA  RÚSTICA. Se  trata  de  una
escritura de declaración de obra nueva por antigüedad, sobre finca registral descrita como rústica. El registrador
suspende la inscripción: primero, por no aportarse la autorización de la Comunidad Autónoma prevista para las
construcciones en suelo rústico por los arts. 23 y 24 L. 5/08.04.1999, de Urbanismo de Castilla y León; y por no
acompañarse certificado del Ayuntamiento en que se haga constar la fecha de terminación de la obra nueva, que
dicha obra no infringe normas urbanísticas y su descripción coincidente con el título. La Dirección, tras repetir una
vez más la competencia de las normas estatales sobre los requisitos necesarios para la documentación e inscripción de
las declaraciones de obras nuevas, y la aplicación de las vigentes en el momento de la inscripción, aunque las obras se
hayan ejecutado en un momento anterior (ver, por ejemplo, R. 05.03.2013 y R. 05.08.2013), concluye que entre los
requisitos establecidos por la ley para la inscripción de obras antiguas no se encuentra la prueba exhaustiva de la
efectiva extinción, por prescripción, de la acción de disciplina urbanística, cuya definitiva apreciación debe quedar al
ámbito procedimental  administrativo o contencioso administrativo,  sino que basta  con los  documentos  que
acrediten la terminación de la obra en fecha determinada y su descripción coincidente con el título (art. 28.4 RDLeg.
7/30.10.2015, Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana); y, en cuanto al carácter rústico de la finca, «no consta en el
título ni se invoca en la calificación la calificación del suelo como no urbanizable protegido, ni su condición de
dominio público o afecto a servidumbres de protección pública, ni sujeto a ningún otro régimen especial  de
imprescriptibilidad de las correspondientes infracciones urbanísticas», por lo que «debe desestimarse la exigencia de
acreditación administrativa  previa  sobre  la  calificación del  suelo,  o  sobre  la  ausencia  genérica  de  infracción
urbanística» (ver R. 28.06.2017). La Dirección no toma en consideración unas sentencias de las que resultan dudas
sobre la posible calificación de una parte de la finca como camino público o como servidumbre pública de paso, por
no haber sido alegadas en la nota de calificación «y sin prejuzgar ahora si, a la vista de las sentencias que cita el
registrador en su informe procede o no una nueva calificación del título». (Particular contra Registro de la Propiedad
de Sepúlveda).
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/14/pdfs/BOE-A-2018-12560.pdf

- R. 31-7-2018.- R.P. Arona.- OBRA NUEVA: DECLARACIÓN DEL USO TURÍSTICO. Se trata de un acta
en la que se solicita la publicidad registral del uso turístico de las fincas resultantes de una división horizontal. La
registradora califica desfavorablemente: primero, porque de la certificación de la secretaria del Ayuntamiento «no
resulta de forma clara y expresa el uso turístico del inmueble»; y segundo, porque se expide «condicionada a las
normas sectoriales». En cuanto al uso turístico, entiende la Dirección que la documentación aportada acredita
suficientemente ese uso (licencia municipal de apertura del hotel, autorización del Gobierno autonómico para hotel,
cédula de habitabilidad/primera ocupación y certificación final de dirección de obra); y en cuanto a la legislación
sectorial,  la  disp.  trans.  6 L. 2/29.05.2013, de renovación y modernización turística de Canarias,  «no sólo no
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contradice ni se opone a la solicitud de constancia del reiterado uso turístico en el Registro de la Propiedad, sino
que, antes al contrario, lo impone»; y la falta de adaptación del plan general de ordenación urbana a las normas
urbanísticas de Canarias, a la que el recurrente es ajeno, «no constituye causa legal de dispensa de la obligación de
hacer constar los usos turísticos de los inmuebles en el Registro de la Propiedad».(Udalla Park, S.L., contra Registro
de la Propiedad de Arona). 
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/14/pdfs/BOE-A-2018-12561.pdf

- R. 1-8-2018.- R.P. Cuenca.- PROPIEDAD HORIZONTAL: LA MODIFICACIÓN DE ESTATUTOS
PUEDE HACERSE POR LA CUASI UNANIMIDAD DEL ART. 17.8 LPH. Se trata de una escritura de
elevación a público de acuerdos de una comunidad de propietarios con una modificación de los estatutos por la que
se impone el paso a uno de los locales privativos para mantenimiento del depósito de gasoil de uso común; el
acuerdo se tomó en reunión a la que asistieron el 74,40% de las cuotas, los ausentes fueron notificados por correo
certificado y no manifestaron su oposición en plazo de treinta días desde su notificación. El registrador entiende que
la constitución (ya que no estaban inscritos) de estatutos de una propiedad horizontal requiere que sean aprobados
por la unanimidad de los propietarios y no es admisible la cuasi unanimidad de notificaciones y abstenciones que
recoge el art. 17.8 LPH. La Dirección no admite esa distinción y entiende que cabe la cuasi unanimidad para
modificación de estatutos. R. 01.08.2018 (Notaria Mercedes Pérez Hereza contra Registro de la Propiedad de
Cuenca) (BOE 19.09.2018).
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/19/pdfs/BOE-A-2018-12720.pdf 

- R. 1-8-2018.- R.P. Madrid Nº 29.- HERENCIA: SUBSANACIÓN DE TESTAMENTO EN EL QUE NO
CONSTA LA HORA DE OTORGAMIENTO. «El registrador suspende la inscripción de una escritura de
adjudicación de herencia porque, a su juicio, constituye defecto el hecho de que en el testamento de uno de los
causantes falte la hora de otorgamiento». La Dirección entiende que de los arts. 695 y 687 C.c. resulta claramente la
nulidad por falta de un requisito esencial como ese, y además dice que «ha acertado el registrador en los términos de
la calificación, al suspender la inscripción –no la ha denegado- y no calificar de nulo el testamento, ya que la
declaración de nulidad solo corresponde a los jueces y tribunales». Tras esta breve conclusión, pasa a examinar más
ampliamente si es posible la subsanación según el art. 153 RN, ya que, aunque referido a actos ínter vivos, la
jurisprudencia ha extendido su ámbito también a los instrumentos mortis causa (ver S. 20.03.2012), y que «no tiene
por qué ser el mismo notario ante quien se otorgó la escritura objeto de la rectificación [cónsul en este caso], siendo
posible que se realice por su sucesor o sustituto en el protocolo siempre que la subsanación se refiera a errores que
puedan ser apreciados por el notario que autorice el documento de rectificación»; y, aunque parece concluir que no
es posible la subsanación a través de la vía del art. 153 RN, finalmente considera que no se trata de subsanar el
testamento sino de completar algunas circunstancias del mismo –fecha y hora de otorgamiento– que pudieron ser
omitidas  por  error  material;  y  así,  sugiere  subsanar  la  falta  de fecha (aunque no faltaba en el  caso concreto)
deduciéndola de documentos anteriores y posteriores, índices o parte testamentario; y la de la hora, por testimonio
en relación del que resulte la inexistencia de otro testamento otorgado en la misma fecha por la misma testadora;
todo ello «para evitar el estrépito judicial que ocasionaría la alegación de este defecto formal –por otros medios
solucionable– en el caso de que no hubiere intereses enarbolados, [...] sin perjuicio de las acciones de nulidad que
corresponden a los interesados ante los Tribunales de Justicia; todo esto es perfectamente cohonestado con las
funciones de jurisdicción voluntaria concedidas al notario». En realidad, el requisito de la hora en el testamento
viene impuesto por la necesidad de saber cuál es el último en el caso de otorgarse dos o más el mismo día (supuesto
más frecuente de lo que puede parecer); de ahí que la Dirección admita la subsanación de su falta por testimonio en
relación del que resulte la inexistencia de otro testamento. Lo que no resulta muy claro es quién puede autorizar ese
testimonio, ni qué le añade el testimonio a lo que ya resulta del certificado del Registro General de Actos de Última
Voluntad, que también es un documento público; en lugar de tan largo rodeo, hubiera sido mejor decir que si la
nulidad obedece a la posible colisión de dos testamentos de la misma fecha, no habría nulidad si  solo hay un
testamento ese día; ciertamente no es eso lo que resulta de la letra de la ley, pero sí de su espíritu y finalidad. R.
01.08.2018 (Particular contra Registro de la Propiedad de Madrid-29) (BOE 19.09.2018).
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/19/pdfs/BOE-A-2018-12721.pdf 

- R. 1-8-2018.- R.P. Oviedo Nº 2.- AGRUPACIÓN Y AGREGACIÓN: FALTA DE CORRESPONDENCIA
DE LA CERTIFICACIÓN GRÁFICA CATASTRAL. Se  trata  de  «una  escritura  de  agregación de  fincas,
oponiendo el Registrador que no existe correspondencia entre la representación gráfica catastral aportada y las fincas
registrales que son objeto de la operación». La Dirección reitera su doctrina sobre la representación gráfica catastral,
y confirma la calificación registral, toda vez que se agrega una finca registral de 27 metros cuadrados a otra finca de
7.984, lo que suma 8.011; pero la representación gráfica que se aporta es la correspondiente a tres parcelas catastrales
que suman 17.383 metros cuadrados; y, si es cierto que una finca registral puede estar integrada por varias parcelas
catastrales (ap.8.3 Res. conjunta Dirección General de los Registros y del Notariado y Dirección General del
Catastro 26.10.2015), en este caso «la total falta de correspondencia de las representaciones gráficas aportadas
relativas a la finca resultante de la agregación con la descripción inicial según los datos del Registro impide su
incorporación al folio registral sin la previa tramitación del correspondiente procedimiento rectificativo (arts. 9.b,
199 y 201 LH). R. 01.08.2018 (Notario Vicente Martorell García contra Registro de la Propiedad de Oviedo-2)
(BOE 19.09.2018).
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/19/pdfs/BOE-A-2018-12722.pdf 

-  R.  1-8-2018.-  R.P.  Vilanova i  La Geltrú Nº 2.- PUBLICIDAD REGISTRAL: EL INTERÉS PARA LA
C O N S U L T A  D E L  R E G I S T R O  H A  D E  S E R  R E F E R I D O  A  U N A  R E L A C I Ó N
PATRIMONIAL. PUBLICIDAD REGISTRAL: EL INTERÉS PARA LA CONSULTA DEL REGISTRO
HA DE SER DIRECTO, CONOCIDO, LEGÍTIMO Y PATRIMONIAL. PUBLICIDAD REGISTRAL: EL
TITULAR TIENE DERECHO A CONOCER QUIÉNES SOLICITAN INFORMACIÓN SOBRE SU
PERSONA  O  BIENES. PUBLICIDAD  REGISTRAL:  NO  PUEDE  DARSE  PUBLICIDAD  PARA
FINALIDADES DISTINTAS DE LAS PROPIAS DE LA INSTITUCIÓN REGISTRAL. PUBLICIDAD
REGISTRAL: PUBLICIDAD Y PROTECCIÓN DE DATOS. Reitera la doctrina de otras resoluciones (ver, por
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ejemplo, R. 26.02.2013) sobre la consulta del Registro y el interés para ello, ante la petición de una certificación
literal del completo historial registral de una finca. En este caso avala la denegación por la registradora, porque «no
se llegaba a concretar en modo alguno la específica finalidad o motivo que justifique su interés legítimo para obtener
la información registral solicitada»; sí se hacía en el recurso, pero «el recurso sólo puede tener en cuenta los datos que
obren en poder  del  registrador  cuando emite  la  calificación,  no pudiendo apoyarse  en  otros  documentos  o
motivaciones ajenos a dicha presentación» (ver art.  326 LH).  R. 01.08.2018 (Particular contra Registro de la
Propiedad de Vilanova i La Geltrú - 2) (BOE 19.09.2018).
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/19/pdfs/BOE-A-2018-12723.pdf 

- R. 2-8-2018.- R.P. San Bartolomé de Tirajana Nº 1.- EXCESO DE CABIDA: EXPEDIENTE JUDICIAL
BASADA EN UNA CERTIFICACIÓN NO EXPEDIDA ESPECÍFICAMENTE PARA ÉL. Se trata  del
testimonio de un auto judicial  dictado en expediente de dominio para la inscripción de un exceso de cabida
(comenzado bajo legislación anterior; ver disp. trans. única L. 13/2015). «La registradora opone como defectos que
impiden la inscripción que falta la citación en el expediente a los titulares colindantes; que existen dudas fundadas de
identidad de la finca y que no se aporta certificación catastral coincidente con la finca ni una base gráfica alternativa
de  la  misma».  La  Dirección  desestima  el  recurso  y  resuelve  conforme  a  dilatada  doctrina  anterior;  con  la
particularidad de que, si bien «las dudas sobre la identidad de la finca o sobre la realidad del exceso cuando se
ventilan en un expediente  judicial,  por  definición,  se  despejan en el  ámbito  de  la  valoración de  las  pruebas
practicadas, la decisión corresponde a la autoridad judicial» (ver arts. 281 LEC y 100 RH), y «el registrador sólo
emitía su juicio sobre la identidad de la finca al expedir la certificación a que se refería el antiguo art. 201.2 LH», y si
bien los colindantes no notificados no se habían expresado en la certificación inicial, en este caso la certificación
registral resultaba insuficiente porque «en la solicitud de la misma no se hizo constar que el objeto era la iniciación
de un expediente de dominio para un exceso de cabida»; y en cuanto a «si es preceptiva la aportación de certificación
catastral o, al menos, representación gráfica alternativa», se reitera la doctrina de las R. 06.05.2013, R. 17.02.2017 y
18.04.2017, en el sentido de que «son exigibles a los excesos de cabida superiores a la vigésima parte de la cabida
inscrita los requisitos para la inmatriculación». R. 02.08.2018 (Joos Inmobilien und Vermögensverwaltung GBR
contra Registro de la Propiedad de San Bartolomé de Tirajana - 1) (BOE 19.09.2018).
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/19/pdfs/BOE-A-2018-12724.pdf 

- R. 2-8-2018.- R.P. Betanzos.- HERENCIA: LA PRETERICIÓN DEBE DECLARARSE JUDICIALMENTE,
NO ANULA EL TESTAMENTO AUTOMÁTICAMENTE. Se trata de una escritura de partición de herencia
otorgada por la viuda y por un contador dativo, en la que el título sucesorio es un acta de declaración herederos ab
intestato  autorizada  por  entender  que  el  testamento  era  nulo  ya  que  pretería  a  uno  de  los  hijos,  adoptado
posteriormente. La Dirección reitera en el sentido indicado la doctrina de la R. 13.09.2001, fundamentada en el art.
814 C.c., cuya previsión para la preterición no intencional de hijos o descendientes es que se anulará la institución de
herederos,  lo  cual  «apunta  claramente  a  la  necesidad  de  impugnación  del  testamento»;  por  tanto,  «no  podrá
prescindirse, sin consentimiento de los beneficiarios, o sin la pertinente declaración judicial de ineficacia, del
testamento cuestionado a la hora de formular la partición». En el caso concreto la cuestión es igualmente clara en el
art. 259 L. 2/14.06.2006, de Derecho Civil de Galicia, conforme a la cual la preterición no intencional de un legitimario
descendiente faculta a la persona preterida para obtener la declaración de nulidad de la institución de heredero hecha en
testamento. R. 02.08.2018 (Notaria María-Mercedes Bermejo Pumar contra Registro de la Propiedad de Betanzos)
(BOE 19.09.2018).
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/19/pdfs/BOE-A-2018-12725.pdf 

- R. 4-9-2018.- R.P. Arona.- PRINCIPIO DE TRACTO SUCESIVO: LA DEMANDA DE USUCAPIÓN
DEBE DIRIGIRSE CONTRA TODOS LOS TITULARES REGISTRALES O SUS HEREDEROS. Se trata de
una sentencia que declara la adquisición por prescripción de una finca, dictada en juicio seguido contra varias
personas,  dos  de  ellas  titulares  registrales,  una  de  las  cuales  consta  que  había  fallecido  con anterioridad.  La
Registradora considera que los herederos de la titular registral fallecida han de ser oídos en el procedimiento. La
Dirección confirma la calificación registral, toda vez que, en el caso concreto y respecto a la demanda a personas que
no son titulares registrales, no es posible determinar si se hace como únicos herederos integrantes de la comunidad
hereditaria de la causante titular (en cuyo caso sería preciso acreditarlo mediante el correspondiente título sucesorio)
o si se está demandando a la herencia yacente, de la que pueden formar parte como posibles herederos esos tres
codemandados (y entonces bastará aclarar que entre los demandados existe alguno que reúne la condición de
heredero,  cierto  o  presunto,  de  la  causante).  La  Dirección reitera  su  doctrina  sobre  calificación registral  de
documento judicial;  puede verse  un resumen en comentario  a  la  R.  08.09.2017;  añade ahora  la  cita  de  la  S.
21.11.2017,  que,  tras  repasar  los  arts.  18 LH y 100 RH, dice  que «esta  función calificadora  no le  permite  al
Registrador revisar el fondo de la resolución judicial en la que se basa el mandamiento de cancelación, esto es, no
puede  juzgar  sobre  su  procedencia;  pero  sí  comprobar  que  el  mandamiento  judicial  deje  constancia  del
cumplimiento de los requisitos legales que preservan los derechos de los titulares de los derechos inscritos en el
registro cuya cancelación se ordena por el  Tribunal». Sobre demanda a la herencia yacente o a desconocidos
herederos del titular registral fallecido hay una abundante doctrina de la Dirección General; puede verse la doctrina
general clásica y su matización más moderna, por ejemplo, en R. 14.11.2017; y una clasificación de variantes o casos
similares  en  la  R.  30.11.2017. R.  04.09.2018  (Particular  contra  Registro  de  la  Propiedad  de  Arona)  (BOE
24.09.2018).
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/24/pdfs/BOE-A-2018-12915.pdf 

-  R.  4-9-2018.-  R.P.  Santiago  de  Compostela  Nº  2.- ASIENTO DE PRESENTACIÓN:  NO PUEDEN
P R E S E N T A R S E  D O C U M E N T O S  P R I V A D O S  Q U E  N O  P O D R Í A N  C A U S A R  U N A
INSCRIPCIÓN. RECURSO  GUBERNATIVO:  SOLO  PROCEDE  CONTRA  LA  NOTA  DE
SUSPENSIÓN O DENEGACIÓN, NO CUANDO SE PRACTICA EL ASIENTO. Reitera en el sentido
indicado la doctrina de anteriores resoluciones (ver, por ejemplo, R. 20.07.2016 y R. 15.09.2016): resuelve la
Dirección que no puede practicarse el asiento de presentación en el libro diario de un documento privado cuyo
objeto es la solicitud de rectificación de una inscripción: no solo porque el documento no puede provocar operación

https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/19/pdfs/BOE-A-2018-12723.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/19/pdfs/BOE-A-2018-12724.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/19/pdfs/BOE-A-2018-12725.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/24/pdfs/BOE-A-2018-12915.pdf
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registral alguna de acuerdo con su naturaleza, contenido y finalidad (art. 420 RH) y no tiene carácter de documento
público (art. 3 LH), sino también porque, «una vez practicado un asiento, el mismo se encuentra bajo la salvaguardia
de los tribunales produciendo todos sus efectos en tanto no se declare su inexactitud bien por la parte interesada,
bien por los tribunales de Justicia de acuerdo con los procedimientos legalmente establecidos (arts. 1, 38, 40 y 82
LH)». R. 04.09.2018 (Particular contra Registro de la Propiedad de Santiago de Compostela - 2) (BOE 24.09.2018).
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/24/pdfs/BOE-A-2018-12916.pdf

-  R.  5-9-2018.-  R.P.  Bande.- INMATRICULACIÓN:  EN  LA  INMATRICULACIÓN  POR  DOBLE
TÍTULO DE ART.  205  LH NO ES  NECESARIO ACREDITAR LA TITULARIDAD DEL PRIMER
TRANSMITENTE. INMATRICULACIÓN: CABE ACREDITAR LA ADQUISICIÓN ANTERIOR EN
UN AÑO POR UN TÍTULO ACTUAL. La Dirección admite una inmatriculación por el doble título del art. 205
LH, consistente en este caso una en escritura pública de aportación a la sociedad de gananciales acompañada del
título de adquisición de la aportante, que es una escritura pública de adjudicación parcial de herencia, otorgada el
mismo día pero causada la herencia años atrás; se reitera así en el sentido indicado la doctrina de las R. 19.11.2015, R.
04.05.2016, R. 27.06.2016 y 29.09.2017; y, en cuanto a que no es necesario acreditar la primera transmisión, la de las
R. 18.04.2018 y R. 25.07.2018. Sobre la inmatriculación por doble título, aun manteniendo la doctrina de que no
puede practicarse con documentación reveladora de que ha sido elaborada a ese solo efecto, debe tenerse en cuenta
la  reforma del  art.  205 LH por L.  13/2015;  la  Dirección la  trata  en la  R.  19.11.2015 (ver  su comentario). R.
05.09.2018  (Notario  Ángel-Manuel  Rodríguez  Dapena  contra  Registro  de  la  Propiedad  de  Bande)  (BOE
24.09.2018).
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/24/pdfs/BOE-A-2018-12917.pdf 

-  R.  5-9-2018.-  R.P.  Girona  Nº  4.- HIPOTECA:  EJECUCIÓN:  EL  ACREEDOR  NO  PUEDE
ADJUDICARSE LA VIVIENDA EN MENOS DEL 70 % DEL VALOR DE TASACIÓN. CALIFICACIÓN
REGISTRAL:  EL  REGISTRADOR  DEBE  CALIFICAR  EL  PRECIO  DE  ADJUDICACIÓN  AL
ACREEDOR EN EJECUCIÓN HIPOTECARIA. Reitera en el sentido indicado la doctrina de las R. 12.05.2016,
R. 21.10.2016, R. 05.07.2017 y R. 23.05.2018, sobre adjudicación de la vivienda habitual del deudor cuando en la
subasta no hay ningún postor. R. 05.09.2018 (Caixabank, S.A., y Buildingcenter, S.A.U», contra Registro de la
Propiedad de Girona-4) (BOE 24.09.2018).
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/24/pdfs/BOE-A-2018-12918.pdf

-  R.  6-9-2018.-  R.P.  Córdoba  Nº  3.- HIPOTECA:  EJECUCIÓN:  EL  ACREEDOR  NO  PUEDE
ADJUDICARSE LA FINCA EN MENOS DEL 50 % DEL VALOR DE TASACIÓN. CALIFICACIÓN
REGISTRAL:  EL  REGISTRADOR  DEBE  CALIFICAR  EL  PRECIO  DE  ADJUDICACIÓN  AL
ACREEDOR EN PROCEDIMIENTO HIPOTECARIO. Reiteran en el sentido indicado la doctrina de las R.
20.09.2017, R. 16.02.2018 (en estas, para la anotación preventiva de embargo) y R. 20.04.2018, en interpretación del
art. 671 LEC de forma conjunta con el art. 651 LEC. R. 06.09.2018 (Harri Hegoalde 2, S.A.U., contra Registro de la
Propiedad de Córdoba-3) (BOE 26.09.2018).
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/26/pdfs/BOE-A-2018-13016.pdf

-  R.  6-9-2018.-  R.P.  Santa  Pola  Nº  1.- HIPOTECA:  EJECUCIÓN:  EL  ACREEDOR  NO  PUEDE
ADJUDICARSE LA FINCA EN MENOS DEL 50 % DEL VALOR DE TASACIÓN. CALIFICACIÓN
REGISTRAL:  EL  REGISTRADOR  DEBE  CALIFICAR  EL  PRECIO  DE  ADJUDICACIÓN  AL
ACREEDOR EN PROCEDIMIENTO HIPOTECARIO. Reiteran en el sentido indicado la doctrina de las R.
20.09.2017, R. 16.02.2018 (en estas, para la anotación preventiva de embargo) y R. 20.04.2018, en interpretación del
art. 671 LEC de forma conjunta con el art. 651 LEC. R. 06.09.2018 (Bankia, S.A., contra Registro de la Propiedad
de Santa Pola - 1) (BOE 26.09.2018).
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/26/pdfs/BOE-A-2018-13017.pdf

- R. 7-9-2018.- R.P. Guadarrama-Alpedrete.- BIENES GANANCIALES: EN EL JUICIO POR USUCAPIÓN
ES NECESARIO DEMANDAR A LOS DOS CÓNYUGES TITULARES. Se trata de «una sentencia dictada en
un juicio declarativo por la que se declara que la demandante ha adquirido por prescripción el dominio de una
finca»; la finca debe presumirse ganancial del titular, que la adquirió por compra en estado de casado en 1913, según
la legislación vigente en el momento de la inscripción. La registradora considera necesario que «se acredite que se ha
seguido también el procedimiento contra la esposa del titular registral o sus herederos». La Dirección reitera su
doctrina sobre calificación registral de documento judicial, y dice que «de lo establecido en los arts. 20 y 38 LH,
1375 a 1378 C.c. y 93 y 94 RH se puede concluir que, sobre una finca inscrita en el Registro de la Propiedad como
ganancial o presuntivamente ganancial solo podrán inscribirse resoluciones judiciales dictadas en procedimientos
dirigidos contra ambos cónyuges o sus respectivos herederos» (cita las R. 01.02.2017 y R. 09.05.2017, que siguen el
criterio sentado por la S. 15.02.2011). R. 07.09.2018 (Particular contra Registro de la Propiedad de Guadarrama-
Alpedrete) (BOE 26.09.2018).
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/26/pdfs/BOE-A-2018-13018.pdf

- R. 7-9-2018.- R.P. Madrid Nº 20.- REPRESENTACIÓN: EL PODER EXTRANJERO PARA OTORGAR
DOCUMENTO  PÚBLICO  ESPAÑOL  DEBE  SER  EQUIVALENTE  AL  DOCUMENTO
PÚBLICO. REPRESENTACIÓN:  EL  JUICIO  NOTARIAL  DE  SUFICIENCIA  DE  UN  PODER
EXTRANJERO SUPONE EL DE EQUIVALENCIA. Reitera  en  el  sentido  indicado  la  doctrina  de  la  R.
17.04.2017. Ver resolución citada. Sobre la justificación de la representación ante el notario e interpretación del art.
98 L. 24/27.12.2001, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social, hay doctrina de la Dirección bastante
consolidada; puede verse una recapitulación en comentarios a la R. 02.12.2010. R. 07.09.2018 (Shinsei Bank,
Limited, contra Registro de la Propiedad de Madrid-20) (BOE 26.09.2018).
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/26/pdfs/BOE-A-2018-13019.pdf

https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/24/pdfs/BOE-A-2018-12916.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/24/pdfs/BOE-A-2018-12917.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/24/pdfs/BOE-A-2018-12918.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/26/pdfs/BOE-A-2018-13016.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/26/pdfs/BOE-A-2018-13017.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/26/pdfs/BOE-A-2018-13018.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/26/pdfs/BOE-A-2018-13019.pdf
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- R. 7-9-2018.- R.P. Alicante Nº 4.- RÉGIMEN ECONÓMICO MATRIMONIAL: DEBE INDICARSE SI ES
EL LEGAL O EL CONVENCIONAL CUANDO SE OTORGA EN TERRITORIOS DE RÉGIMEN
DISTINTO. RÉGIMEN ECONÓMICO MATRIMONIAL: EL NOTARIO NO TIENE QUE EXPRESAR
LAS RAZONES POR LAS QUE LLEGA A LA CONCLUSIÓN DE UN DETERMINADO RÉGIMEN
ECONÓMICO MATRIMONIAL. Reitera en el sentido indicado la doctrina de la R. 20.12.2011; esta vez en un
caso en que la compradora, de nacionalidad española, no residente en España, manifiesta que está «casada bajo el
régimen económico matrimonial legal alemán con don ...»: «Atendidos los arts. 18 LH y 159 RN, el notario no tiene
obligación de especificar cuáles son las razones por las que el régimen económico-matrimonial de carácter legal es
aplicable; en este sentido, al indicar que dicho régimen es el legal alemán resulta inequívocamente que el mismo no
tiene carácter convencional».  R. 07.09.2018 (Particular contra Registro de la Propiedad de Alicante-4) (BOE
26.09.2018).
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/26/pdfs/BOE-A-2018-13020.pdf

1.2. Mercantil. (Por Ana del Valle Hernández)

-  R.  30  y  31-7-2018.-  R.M.  Palma  de   Mallorca  N  º  I.- PARTICIPACIONES. CONSTITUCIÓN  DE
DERECHOS REALES. PROHIBICIÓN. La Resolución considera admisible la inscripción de una clausula
estatutaria por la que se prohíbe a los socios la constitución de derechos reales sobre sus participaciones, ni utilizarlas
como  garantía ni para cualquier otro objeto que pueda dar como resultado su transmisión. Declara que estas
restricciones permiten al socio la transmisión plena de sus participaciones, por lo que no lo convierten en prisionero
de las mismas, ni le impiden obtener su valor patrimonial, ni rebasan los límites de la autonomía de la voluntad y se
justifican por el hecho de que el título constitutivo de tales derechos reales puede atribuir determinados derechos a su
titular que le permitan influir en la vida corporativa de la sociedad, como cuando se utiliza el usufructo o la prenda
de participaciones para instrumentar sindicatos de voto. 
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/14/pdfs/BOE-A-2018-12557.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/14/pdfs/BOE-A-2018-12559.pdf

1.2. Mercantil. (Por Pedro Ávila Navarro)

 -  R.  30  y  31-7-2018.- R.M.  Palma  de  Mallorca  Nº  I.- SOCIEDAD LIMITADA: PARTICIPACIONES:
INSCRIBIBILIDAD DE LA PROHIBICIÓN DE DERECHOS REALES SOBRE PARTICIPACIONES.  La
Dirección considera inscribible una cláusula estatutaria de una sociedad limitada: «Los socios no podrán constituir
derechos reales sobre sus participaciones sociales, ni utilizarlas de otro modo como garantía o para cualquier otro
objeto que pudiera dar como resultado una transmisión de dichas participaciones...». Ciertamente, el principio de
libertad de tráfico (art. 348 C.c.) impone que las prohibiciones de disponer tengan una justa causa (ver S. 13.12.1991,
S. 25.06.1945, R. 30.06.1913 y R. 21.04.1949); pero esa justa causa puede encontrarse en que la constitución de
derechos reales sobre las participaciones «puede atribuir determinados derechos sociales al  titular del derecho
constituido que le permitan influir en la vida corporativa de la sociedad»; por otra parte, la cláusula debatida, «al
permitir al socio la transmisión plena de sus participaciones (en el presente caso sin prohibición alguna y según las
restricciones  que resultan del  art.  107 LSC,  además  de  las  previstas  en los  estatutos  [...])  no lo  convierte  en
‘prisionero' de la sociedad y no perturba la realización del valor patrimonial de las participaciones con una dificultad
objetiva que sea prácticamente insalvable, ni puede considerarse que rebase los límites generales a la autonomía de la
voluntad (cfr.  arts.  1255 y 1258 C.c.,  28  LSC y 188.1  RRM);  por  lo  demás,  es  evidente  que,  como alega el
recurrente, la cláusula debatida no prohíbe los embargos y afecciones». Observa la Dirección que «esta misma
fórmula o solución fue admitida ya por este Centro Directivo en R. 18.01.1963, en relación con prohibiciones
testamentarias, como modo de salvaguardar los distintos intereses en juego». (Umami United Services, S.L., contra
Registro Mercantil de Palma de Mallorca). 
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/14/pdfs/BOE-A-2018-12557.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/14/pdfs/BOE-A-2018-12559.pdf

VI. SENTENCIAS Y OTRAS RESOLUCIONES DE LOS TRIBUNALES

2. Tribunal Supremo

2.1. Sentencias Sala de lo Civil. (Por Juan José Jurado Jurado)

-  S.T.S  2859/2018.-  20-6-2018.  SALA DE LO CIVIL.  SECCIÓN 1ª.-  HIPOTECA CONSTITUIDA EN
GARANTÍA DE UN PRÉSTAMO. FIANZA SOLIDARIA. Artículo 1843: ejercicio de la acción de cobertura
por los fiadores y sus requisitos. Doctrina del abuso de derecho. al amparo del art. 1843 CC. Requisitos de esta
acción. En el presente caso su ejercicio no conlleva la existencia de abuso de derecho.
http://www.poderjudicial.es/

-  S.T.S  3155/2018.-  14-9-2018.  SALA  DE  LO  CIVIL.  SECCIÓN  1ª.- FILIACIÓN   PATERNA  NO
MATRIMONIAL, SIN POSESIÓN DE ESTADO. Pretensión de la madre demandada de que los apellidos del
hijo menor sigan siendo solo los de ella, tal como constan inscritos en el Registro Civil. En "la determinación de su
orden se han de ponderar y aplicar dos derechos de especial relevancia, el de igualdad por razón de sexo y el de
interés superior del menor". La conformidad de los apellidos "solo puede venir referida a su orden y no a la supresión
de los de un progenitor, pues ello, en principio, iría en contra de la previsión legal y del interés del menor". En aras
del interés legal del menor, en relación al orden de los apellidos, en el caso concreto tienen preferencia los de la
madre respecto de los del padre.
http://www.poderjudicial.es/

https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/26/pdfs/BOE-A-2018-13020.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/14/pdfs/BOE-A-2018-12557.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/14/pdfs/BOE-A-2018-12559.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2018/09/14/pdfs/BOE-A-2018-12557.pdf
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http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=8506240&links=&optimize=20180924&publicinterface=true
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- S.T.S 3139/2018.- 14-9-2018. SALA DE LO CIVIL. SECCIÓN 1ª.- COMPRAVENTA. RESOLUCIÓN.
INTERPRETACIÓN DEL CONTRATO. Edificabilidad de una parcela rústica que en el contrato figuraba como
susceptible de ser urbanizable, no siéndolo luego. Pacto en virtud del cual el precio podría aumentar o disminuir
según el terreno fuese calificado total o parcialmente como urbanizable.
http://www.poderjudicial.es/

-  S.T.S  3143/2018.-  14-9-2018.  SALA  DE  LO  CIVIL.  SECCIÓN  1ª.- VENTA  DE  COSA  AJENA.
CONTRATO: INEXISTENCIA. INCONGRUENCIA DE LA SENTENCIA RECURRIDA: LO QUE
DEBÍA HABER SIDO OBJETO DE DEBATE ERA SI EXISTÍA O NO VENTA DE COSA AJENA, Y NO,
COMO INCONGRUENTEMENTE RESOLVIÓ LA SENTENCIA APELADA, si se estaba ante un préstamo
y el pago de rentas que traían causa de una eventual cesión de la finca  del actor (consideraba de su propiedad por el
mismo al habérsela vendido su hermana en documento privado)  a su citada hermana demandada (quien vendió
luego en escritura pública).
http://www.poderjudicial.es/

- S.T.S 3144/2018.- 14-9-2018. SALA DE LO CIVIL. SECCIÓN 1ª.- DOBLE VENTA. TÍTULO Y MODO:
PROPIEDAD  DE  UNA  FINCA  VENDIDA  POR  LA  PROMOTORA  A  DOS  COMPRADORES
DIFERENTES. Primera venta formalizada en documento privado a favor de una sociedad, estando solo proyectada
la construcción y sin que haya tomado posesión del inmueble. Posterior declaración de obra nueva y constitución
del régimen de propiedad horizontal. Venta otorgada luego por la promotora en escritura pública a favor de otras
personas, que inscribieron en el Registro de la Propiedad, constituyendo las mismas hipoteca para garantizar un
préstamo destinado a financiar la compra de dicha finca, fijando en ella su residencia habitual. Publicidad formal:
nota simple informativa remitida a la notaría por vía electrónica el día de la firma de dicha escritura que no contenía
referencia a una nota marginal ordenada por la autoridad judicial en las medidas cautelares previas a la demanda
interpuesta por la primera compradora contra la vendedora y que, dentro de los diez días del otorgamiento de la
escritura, se había extendido en el Registro de la Propiedad. Su eficacia e idoneidad a efectos de enervar la buena fe, 
como presupuesto de la validez de la compra de los demandados (segundos compradores) y la hipoteca por ellos
constituida. El otorgamiento de la escritura posterior en el que hay tradición y, consiguientemente, transmisión de
propiedad hace decaer el derecho de la primera compradora que no había tomado posesión de la finca.
http://www.poderjudicial.es/

- S.T.S 3098/2018.- 13-9-2018. SALA DE LO CIVIL. SECCIÓN 1ª.- HIPOTECA. CONSUMIDORES Y
USUARIOS.  CONTROL  DE  CONTENIDO  Y  DE  TRANSPARENCIA.  INTERÉS  VARIABLE.
CLÁUSULA SUELO: es un elemento que integra la obligación del  pago de intereses y la cláusula que fija un
límite inferior a su variabilidad afecta a dicha obligación. La falta de trasparencia implica que la cláusula se tenga por
no puesta y no genere efectos.  Sustitución de dicho límite por otro: supone una novación modificativa y no
extintiva.  Aquella  nulidad  no  debe  ser  impedimento  para  que  el  prestatario  consumidor,  consciente  y
voluntariamente, convenga con el acreedor la sustitución de aquella cláusula, que era nula, por otra que ya no lo es,
ni sea consecuencia de un consentimiento que esté viciado.
http://www.poderjudicial.es/

2.1 Sentencias Sala de lo Contencioso. (Por Juan José Jurado Jurado)

-  S.T.S  633/2018.-  27-2-2018.  SALA  DE  LO  CONTENCIOSO.  SECCIÓN  5ª.- REGISTRADORES.
DEMARCACIÓN. Declaración de nulidad de la resolución de la DGRN por la que, como consecuencia de una
demarcación, se otorgaba a quien era titular del registro matriz la opción entre continuar en el mismo o asumir la
titularidad del segregado, de la que deriva la anulación de los actos posteriores y los perjuicios que en definitiva se
invocan como indemnizables por el registrador demandante que optó por el segregado. Responsabilidad patrimonial
de la Administración derivada de actos anulados. Antijuridicidad del daño: su procedencia y determinación. Falta de
justificación razonable de la decisión administrativa  para descartar el elemento de la antijuridicidad de daño y el
consiguiente rechazo total de la responsabilidad patrimonial. Improcedencia en el reconocimiento del lucro cesante,
presente ni futuro, al registrador recurrente por la diferencia entre lo percibido por el desempeño del Registro al que
tuvo que concursar  posteriormente   y lo que hubiera percibido en el  Registro segregado de nueva creación.
Derecho, en cambio, a ser indemnizado en la pertinente cantidad a lo que habría percibido por el desempeño de su
Registro de origen desde el tránsito de la situación de excedencia hasta que pudo reingresar al servicio activo por su
participación en el primer concurso convocado desde su paso a dicha situación, cantidad a determinar en ejecución
de sentencia. Improcedencia  de la indemnización por los gastos y adquisiciones para la puesta en funcionamiento
del Registro segregado y también por los daños morales.
http://www.poderjudicial.es/

4. Tribunal Superior de Justicia de la Unión Europea

4.1. Tribunal Superior de Justicia de la Unión Europea. Por la Oficina de Bruselas del Colegio
de Registradores

-S.T.J.U.E.  6-9-2018.-C-21/17  SENTENCIA  DEL  TRIBUNAL  DE  JUSTICIA  DE  LA  UE  DE  6  DE
SEPTIEMBRE DE 2018 EN EL ASUNTO C-21/17 (Catlin Europe):
«Procedimiento prejudicial — Cooperación judicial en materia civil y mercantil — Proceso monitorio europeo —
Reglamento (CE) n.º 1896/2006 — Expedición del requerimiento de pago junto con la petición de requerimiento —
Inexistencia  de  traducción  de  la  petición  de  requerimiento —  Requerimiento  europeo  de  pago  declarado
ejecutivo — Solicitud de revisión tras la expiración del plazo para presentar escrito de oposición — Notificación y
traslado de documentos judiciales y extrajudiciales — Reglamento (CE) n.º 1393/2007 — Aplicabilidad — Artículo 8

http://www.poderjudicial.es/search/contenidos.action?action=contentpdf&databasematch=TS&reference=8504662&links=&optimize=20180921&publicinterface=true
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y anexo II — Información al  destinatario del  derecho a negarse a  recibir  un escrito de inicio del  proceso no
traducido — Omisión del formulario normalizado — Consecuencias» 
Fallo del Tribunal: 
"El Reglamento (CE) n.º 1896/2006 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, por el que
se establece un proceso monitorio europeo, así como el Reglamento (CE) n.º 1393/2007 del Parlamento Europeo y
del Consejo, de 13 de noviembre de 2007, relativo a la notificación y al traslado en los Estados miembros de
documento judiciales y extrajudiciales en materia civil o mercantil («notificación y traslado de documentos») y por el
que se deroga el Reglamento (CE) n.º 1348/2000 del Consejo, deben interpretarse en el sentido de que, en caso de
que un requerimiento europeo de pago se notifique o traslade al demandado sin que la petición de requerimiento
adjunta a este se haya redactado o vaya acompañada de una traducción en una lengua que se presume que el
demandado entiende,  como exige el  artículo 8,  apartado 1,  del  Reglamento n.º  1393/2007,  debe informarse
debidamente  al  demandado,  mediante  el  formulario  normalizado  que  figura  en  el  anexo  II  de  este  último
Reglamento, de su derecho a negarse a aceptar el documento de que se trata. En caso de omisión de esta formalidad,
la regularización del procedimiento debe realizarse de conformidad con lo dispuesto en este último Reglamento,
mediante la comunicación al interesado del formulario normalizado que figura en el anexo II de este. En ese caso,
por razón de la irregularidad de procedimiento que afecta a la notificación o al traslado del requerimiento europeo
de pago,  junto con la  petición de requerimiento,  este requerimiento no adquiere fuerza ejecutiva y el  plazo
concedido al demandado para presentar escrito de oposición no comienza a correr, de modo que el artículo 20 del
Reglamento n.º 1896/2006 no resulta de aplicación. 
Sentencia del tribunal: http://curia.europa.eu/ 

-S.T.J.U.E. C-358/16 - C-594/16 SENTENCIAS DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA SENTENCIAS EN LOS
ASUNTOS C-358/16 UBS EUROPE Y OTROS, Y C-594/16 ENZO BUCCIONI/BANCA D'ITALIA. Las
autoridades nacionales de supervisión financiera pueden estar obligadas a dar acceso a los datos protegidos por el
secreto profesional para garantizar el derecho de defensa o para su utilización en un procedimiento civil o mercantil. 
Asunto C-358/16 
En 2010, la Comisión luxemburguesa de supervisión del sector financiero («CSSF») declaró que el Sr. DV ya no era
digno de confianza y que debía por lo tanto renunciar a sus funciones de administrador en una entidad supervisada
por la CSSF. La CSSF motivó su decisión, entre otras consideraciones, debido a las funciones desempeñadas por el
Sr. DV en la constitución y puesta en marcha de Luxalpha, una sociedad que, al parecer, estuvo implicada en las
actuaciones fraudulentas del Sr. Bernard Madoff. Para poder garantizar su defensa, el Sr. DV solicitó a la CSSF que le
entregara los documentos que había recopilado durante la supervisión de Luxalpha y del banco depositario de ésta,
UBS.  Según  el  Sr.  DV,  dichos  documentos  son  imprescindibles  para  comprender  las  funciones  de  quienes
intervinieron con ocasión de la constitución de Luxalpha, concretamente en relación con el asunto Madoff. La CSSF
se negó a entregar los documentos, invocando su obligación de respetar el secreto profesional en su calidad de
autoridad de supervisión del sector financiero. La Cour administrative du Luxembourg (Tribunal Supremo de lo
Contencioso-Administrativo, Luxemburgo), que conoce del litigio, se pregunta si la obligación de mantener el
secreto profesional resulta imperativa para CSSF a los efectos de su negativa a entregar los documentos solicitados
por el Sr. DV. En efecto, la Directiva sobre los mercados de instrumentos financieros 1 dispone que, con carácter
excepcional, el secreto profesional podrá no ser tenido en cuenta en los supuestos contemplados por el Derecho
penal. La Cour administrative du Luxembourg se pregunta si este precepto es aplicable en este caso, ya que la
medida impuesta  al  Sr.  DV es  de naturaleza  administrativa  con arreglo al  Derecho luxemburgués,  pero está
contemplada dentro del Derecho penal en sentido amplio, tal y como lo define el Tribunal Europeo de Derechos
Humanos. En caso de respuesta negativa, el citado tribunal se pregunta sobre el modo de conciliar la obligación de
mantener el  secreto profesional con el respeto del derecho de defensa. 
Asunto C-594/16 
Desde el año 2004, el Sr. Enzo Buccioni es titular de una cuenta corriente abierta en una entidad de crédito italiana,
la Banca Network Investimenti Spa («BNI»). Tras el procedimiento de liquidación forzosa de dicha entidad en 2012,
el Sr. Buccioni sólo recibió un reintegro parcial del Fondo Interbancario di tutela dei dipositi (Fondo interbancario
de garantía de los depósitos). En 2015, con objeto de conseguir información adicional para valorar la oportunidad de
ejercitar una acción judicial contra la Banca d’Italia («BdI») y contra la BNI por los perjuicios sufridos, el  Sr.
Buccioni solicitó a la BdI que divulgase varios documentos relativos a la supervisión de la BNI. La BdI rechazó
parcialmente esta solicitud, debido a que, en particular, determinados documentos cuya divulgación se solicitaba
contenían datos confidenciales amparados por el deber de mantener el secreto profesional al que estaba sujeta. El Sr.
Buccioni interpuso entonces ante los tribunales italianos de lo contencioso-administrativo un recurso para que se
anulara esta resolución denegatoria. El Consiglio di Stato (Consejo de Estado, Italia), órgano jurisdiccional que
conoce en última instancia, suspendió el procedimiento y planteó unas cuestiones al Tribunal de Justicia. Pregunta al
Tribunal de Justicia si la Directiva 2013/36 2 se opone a que las autoridades competentes de los Estados miembros
(en este caso, la BdI) proporcionen información confidencial a una persona que la haya solicitado con el fin de poder
iniciar  un  procedimiento  civil  o  mercantil  para  proteger  intereses  patrimoniales  menoscabados  debido  a  la
liquidación forzosa de una entidad de crédito. En su sentencia el Tribunal de Justicia considera, en primer lugar, que
la Directiva sobre los mercados de instrumentos financieros, cuando establece que la obligación de mantener el
secreto profesional puede dispensarse con carácter excepcional en los supuestos contemplados por el Derecho penal,
sólo se refiere a la transmisión o utilización de información confidencial a efectos de las actuaciones emprendidas, así
como a las sanciones impuestas de conformidad con el Derecho penal nacional. El Tribunal de Justicia examina en
qué medida la obligación de mantener el secreto profesional establecida en esta Directiva está limitada por el respeto
del derecho de defensa proclamado en la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea.  A este
respecto, el Tribunal de Justicia considera que el derecho a la divulgación de los documentos pertinentes para la
defensa no es  ilimitado y absoluto,  y que la  protección de la  confidencialidad de los  datos  amparados por la
obligación de mantener el secreto profesional que incumbe a las autoridades competentes debe ser garantizada y
cumplida de tal modo que sea compatible con el respeto del derecho de defensa. El Tribunal de Justicia recuerda que
corresponde a las autoridades y a los órganos jurisdiccionales competentes alcanzar, atendiendo a las circunstancias
de cada caso concreto,  un equilibrio  entre  esos  intereses  contrapuestos.  Por  lo  tanto,  cuando una autoridad

https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:02006R1896-20170714&from=ES
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:02007R1393-20130701&qid=1421927991749&from=ES
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=205408&pageIndex=0&doclang=es&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=597427
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competente invoque la obligación de mantener el secreto profesional establecida en la Directiva para negarse a
entregar  información que  obre  en  su  poder  y  que  no  está  contenida  en  el  expediente  relativo  a  la  persona
destinataria de un acto lesivo, corresponde al tribunal nacional competente comprobar si esos datos tienen un
vínculo objetivo con los cargos presentados contra ella y, en caso afirmativo, ponderar los intereses en conflicto
antes de resolver sobre la entrega de cada uno de los datos solicitados. En el asunto C-594/16, el Tribunal de Justicia
recuerda, en primer lugar, que la aplicación eficaz del régimen de supervisión prudencial de las entidades de crédito
exige que tanto las entidades de crédito supervisadas como las autoridades competentes estén seguras de que los datos
confidenciales proporcionados mantendrán en principio su carácter confidencial. Por lo tanto, la imposición por
regla general, por parte de la Directiva 2013/36 de la obligación de mantener el secreto profesional responde a la
finalidad de proteger no sólo los intereses específicos de las entidades de crédito directamente interesadas, sino
también el interés general relacionado con la estabilidad del sistema financiero dentro de la Unión. El Tribunal de
Justicia observa asimismo que la Directiva 2013/36 establece excepciones a dicho principio general. En este caso, la
Directiva permite a la autoridad competente divulgar únicamente a las personas directamente afectadas por la
quiebra o liquidación forzosa de la entidad de crédito datos confidenciales que no afecten a terceros involucrados en
los intentos de rescate de dicha entidad, con el objeto de utilizarlos en procedimientos civiles o mercantiles. El
Tribunal de Justicia señala que, según reiterada jurisprudencia, debe mantenerse una interpretación estricta de las
excepciones a la prohibición general de divulgar información confidencial. Por consiguiente, la posibilidad de
dispensar la obligación de mantener el secreto profesional exige que la solicitud de divulgación se refiera a datos
respecto a los cuales el solicitante proporcione indicios precisos y coherentes que permitan suponer de manera
plausible que resultan pertinentes a los efectos de un procedimiento civil o mercantil ya en tramitación o pendiente
de iniciarse, cuyo objeto debe ser identificado de manera concreta por el solicitante, y fuera del cual no pueden
utilizarse los datos en cuestión. Corresponde a las autoridades y órganos jurisdiccionales competentes ponderar el
interés del  solicitante en disponer de la información solicitada y los intereses ligados al  mantenimiento de la
confidencialidad de esa misma información amparada por el secreto profesional, antes de divulgar cada uno de los
datos confidenciales solicitados.  
Texto íntegro de la sentencia asunto C-358/16: http://curia.europa.eu/
Texto íntegro de la sentencia asunto C-594/16: http://curia.europa.eu/

VII. DERECHO DE LA UNIÓN EUROPEA

2. Noticias de la Unión Europea. Por la Oficina de Bruselas del Colegio de Registradores

JUSTICIA: 1.

- Nuevas normas de la UE para impedir el blanqueo de capitales y la financiación del terrorismo. 
- El Parlamento europeo se pronuncia sobre las normas relativas a los derechos de autor en el ámbito digital. 
- La Comisión europea tiene como objetivo para 2019 una Fiscalía europea para luchar contra el  terrorismo
transfronterizo.
  2. COHESIÓN:
- El uso de los fondos de cohesión no debe convertirse en un fin en sí mismo, afirma el Tribunal de Cuentas
Europeo.

Participación septiembre 2018.pdf

VIII. INFORMACIÓN JURÍDICA Y ACTUALIDAD EDITORIAL. Por el Servicio de
Estudios del Colegio de Registradores

PRIMERA QUINCENA SEPTIEMBRE DE 2018

RCDI Nº 768 Julio-Agosto.pdf

SEGUNDA QUINCENA SEPTIEMBRE DE 2018

Crónica Tributaria.pdf

Cuadernos Civitas de Jurisprudencia Civil.pdf

Revista Aranzadi de Derecho Ambiental.pdf

Revista Aranzadi de Derecho Patrimonial.pdf

Revista Aranzadi de Derecho y Nuevas Tecnologías.pdf

Revista de Administración Pública.pdf

Revista de Derecho Bancario y Bursátil.pdf
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Revista de Derecho de Sociedades.pdf
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Revista Española de Derecho Administrativo.pdf
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LUIS MARIA CABELLO DE LOS COBOS, IN MEMORIAM. 
 
 
En pleno estío, el 19 de Agosto de 2018, a las 3 de la tarde, rezando, nos dejaste sin tu presencia, no 
estábamos preparados para verte marchar, aunque sepamos que estas a los pies de Nuestra Madre, donde te 
iremos a buscar. 
 
Nos dejaste tus maletas llenas, llenas de recuerdos, de cariño, de principios morales, éticos y jurídicos, de 
historia, de consejos y opiniones, de amistades que no dudaron en desplazarse desde multitud de sitios para 
despedirte y arropar a tus seres queridos. 
 
Naciste el día 4 de Enero de 1957, en Guareña (Badajoz), hijo de Maria Antonia Mancha Carrasco y Martin 
Cabello de los Cobos Cortes, siendo en este momento el tercero de los once hermanos que sois; allí, en 
Guareña, iniciaste tus estudios, que no dejaste ya nunca, la finca de tus padres “Chozo Blanco”, junto con tus 
primos Hernández-Gil Mancha, marco la infancia y la vida, no erais once, sino ocho más, diecinueve, 
compartiendo todo, con lo que la templanza, alegría, juegos, opiniones, y lectura, muchísima lectura, presidía 
el día a día, junto a todos los amigos que iban a vuestra casa y que siempre fueron acogidos como uno más. 
Qué charlas tan entrañable en aquella inmensa mesa del cuarto de estar, donde sabíamos cuando 
empezábamos pero no cuando acabábamos, siempre con tu pipa en la mano y otras dos sobre la mesa, para 
cambiarla cuando se calentaba, como escuchabas, cómo opinabas y cómo socarronamente te sonreías, nunca 
alzaste la voz. 
 
Contrajiste matrimonio en la Iglesia Catedral de Plasencia el 14 de Mayo de 1983, con Chiqui Sánchez-
Ocaña y Sánchez-Ocaña, del que nacieron tus dos hijos Martin y Miriam. 
 
Tu vida profesional, desde aquel instituto de Guareña, te llevo a superar las oposiciones a Registrador de la 
Propiedad, a pasar por tu Colegio de Registradores como Tesorero y a la Dirección General de los Registros 
y del Notariado, profesión que has llevado siempre en tu pensamiento y forma de ser, pero, la historia, la 
heráldica y genealogía, tu constante ansia por saber, tu familia y amistades, eran tu día a día. Hoy notamos 
ese vacío. 
 
Jurídicamente, glosarán tus escritos, tus proyectos jurídicos, que han quedado y están escritos, tus ideas, 
siempre tratando de unificar pensamientos, siempre escuchando, preguntando, arbitrando. 
La consecuencia de tu vida, corta, la vivimos cuando físicamente te despedimos, la Iglesia de la Concepción 
en la calle Goya de Madrid, llena, inmensamente en silencio, incrédula, tus Amigos (con mayúscula) estaban 
contigo, arropando a toda tu familia, destrozada, como ellos, herencia de amistad que aceptamos sin 
beneficio de inventario, con todas las obligaciones, a los que. en tu nombre -admitidme la irregularidad 
jurídica- les damos las gracias, como lo hacemos a todos los amigos y compañeros, que sin poder estar en ese 
momento, en aluvión, llenaron nuestros buzones, correos, wasap, escribiendo recuerdos entrañables, a todos 
GRACIAS, muchísimas gracias. 
 
Y quiero, y queremos, agradecer a todo el personal de los Registros en que sirvió Luis María, a los de los 
Registros que servimos mi cuñado Fernando y yo mismo, y a cuantos nos han acompañado y   escrito, su 
cercanía y sus cariñosas palabras de condolencia. 
 
Es difícil poner fin a este escrito que únicamente pretende tratar de recordarte, sin mencionar un especial 
agradecimiento a la Junta de la que formaste parte, a todas las Juntas, y, en especial, a nuestra actual Junta de 
Gobierno del Colegio de Registradores, a la que me honro pertenecer, por su entrañable  compañía a la 
familia en estos días dolorosos. 
 
Querido Luis María, estás en nuestros corazones. 
 

José María Ramírez-Cárdenas Gil 
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1.- HERENCIA. Acta de declaración de herederos abintestato autorizada, a pesar de 
haber fallecido los cónyuges con testamento por sustracción de los números de 
protocolo en los que constaban. Imposibilidad. 

Se trata de unas actas de declaración de herederos abintestato de dos cónyuges a favor de 
sus hijos. De los certificados del RGAUV resulta que ambos cónyuges otorgaron testamento el 
mismo día. El notario autorizante de las actas se limita a decir que, por razones de fuerza 
mayor, no ha sido posible obtener copias autorizadas de los testamentos. El motivo de ello, 
según conversación telefónica, es que fueron sustraídos un número de protocolos de la notaría, 
entre ellos, los testamentos. Con las actas se acompañan copias simples de los testamentos, 
con el contenido típico en estos casos: legado recíproco del derecho de usufructo universal e 
institución de herederos por iguales partes en favor de los hijos. 

El artículo 56 de la Ley del Notariado dispone: En todo caso deberá acreditarse el fallecimiento 
del causante y que éste ocurrió sin título sucesorio mediante información del Registro Civil y del 
Registro General de Actos de Última Voluntad, o, en su caso, mediante documento auténtico 
del que resulte a juicio del Notario, indubitadamente, que, a pesar de la existencia de 
testamento o contrato sucesorio, procede la sucesión abintestato, o bien mediante sentencia 
firme que declare la invalidez del título sucesorio o de la institución de heredero. 

¿Bastaría en este caso con acreditar la desaparición del protocolo mediante el acta a que se 
refiere la norma 1ª del artículo 280 del RN (dado que aparentemente los herederos 
testamentarios y abintestato van a ser los mismos)? ¿Habría que instar su reconstitución 
conforme al expediente a que se refiere la norma 4ª y, de no ser aquélla posible, obtener la 
correspondiente resolución judicial?.   

Como requisito necesario para la tramitación del acta de declaración de herederos abintestato, 
el artículo 56 de la Ley del Notariado dispone: En todo caso deberá acreditarse el fallecimiento 
del causante y que éste ocurrió sin título sucesorio mediante información del Registro Civil y del 
Registro General de Actos de Última Voluntad, o, en su caso, mediante documento auténtico 
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del que resulte a juicio del Notario, indubitadamente, que, a pesar de la existencia de 
testamento o contrato sucesorio, procede la sucesión abintestato, o bien mediante sentencia 
firme que declare la invalidez del título sucesorio o de la institución de heredero. 

De conformidad con este precepto, se entendió de forma unánime que las únicas causas que 
permiten la apertura de la sucesión intestada, existiendo otorgado un acto de última voluntad, 
son las legalmente previstas en el artículo 912 del Código Civil. 

La concurrencia de tales causas debe acreditarse mediante documento auténtico o sentencia 
firme, que no constan incorporadas al acta. El simple hecho de existir causas de fuerza mayor 
que impiden obtener copias autorizadas de los testamentos no es una causa legal para la 
apertura de la sucesión intestada, debiendo, de haberse destruido o deteriorado el protocolo, 
seguirse el procedimiento previsto en el artículo 280 del Reglamento Notarial para su 
reconstitución. 
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2.- HERENCIA. Legado instituido por la testadora en el que ordena la venta de una finca y 
que su precio se distribuya en legados entre sus sobrinos en la proporción que 
establece. Contador partidor al que se le faculta para ello, pero que hace entrega de los 
legados sin previamente realizar la venta. 

Doña M fallece en estado de soltera y bajo testamento en el cual, tras declarar que sus padres 
han fallecido y que carece de descendientes, manifiesta: 

1ª. Ser propietaria de un piso en Madrid que describe y “ordena que la citada finca sea vendida 
y que el dinero resultante del precio de la venta sea distribuido en los siguientes legados a los 
sobrinos de la testadora…”. A continuación nombra una serie de sobrinos con el porcentaje que 
les lega. 

2ª Instituye herederos en la misma proporción que en la cláusula 1ª a los legatarios 
enumerados en dicha cláusula. 

3ª Nombra albacea y contador-partidor con las más amplias facultades a un señor (efectuar 
operaciones particionales, adjudicación de bienes, etc.) con la facultad expresa de vender la 
vivienda y entregar los legados establecidos. 

Se presenta escritura de aprobación, ejecución y protocolización de operaciones particionales 
por la que, con la única comparecencia del contador partidor, ratifica y eleva a público el 
cuaderno particional suscrito por él solo. En éste, respecto de la finca en cuestión, dice: “El 
albacea contador partidor hace entrega de los legados y deja adjudicada la herencia causada 
al óbito de Doña M, por título de entrega de legados y herencia testada y con carácter privativo 
para cada uno de ellos, pendiente de su aceptación, en la siguiente proporción (igual a la 
señalada por el causante)”. 

¿Violenta esta forma de adjudicación la voluntad del causante que claramente ordena la venta 
del inmueble? ¿Sería necesaria alguna explicación, por ejemplo, circunstancias del mercado, 
que justifique esta interpretación del testamento? Si se procediera a la inscripción, pendiente 
de la aceptación de los legatarios ¿deberían éstos consentir la venta que en su día se haga? 
¿O debe entenderse que se trata de una “adjudicación en vacío” para legitimar la venta que 
posteriormente hará el albacea contador partidor por sí solo, teniendo en cuenta que estas 
adjudicaciones como vía para completar el tracto sucesivo registral no es posible ni 
necesaria?.   

No hubo discrepancias en entender, dados los términos tan tajantes del testamento, que la 
voluntad de la testadora es que la finca, que describe perfectamente, se venda y que se reparta 
el precio entre los legatarios en función de la proporción fijada. Cualquier otra opción, como la 
adjudicación que se hace pro indiviso entre ellos, se alejaría de la voluntad del causante y, por 
lo tanto, de las facultades que legitiman la actuación del contador-partidor. 

Ni siquiera se admitió que pudiera éste justificar su decisión de no vender, adjudicando la finca 
por cuotas indivisas a los legatarios, en la dificultad de cumplir el encargo por las circunstancias 
del mercado u otras similares, lo que, por otra parte, no hace en ningún momento. En el 
supuesto de hecho de la RDGRN de 19 de abril de 2013 se aceptó, en contra del criterio del 
registrador, que el contador partidor pudiera no proceder a la venta de los bienes y adjudicar la 
finca a los legatarios, cuando las circunstancias puedan aconsejar no proceder a su venta de 
los bienes. Pero el supuesto era radicalmente diferente al que ahora nos ocupa pues mientras 
en aquél se había facultado al contador para vender el piso y distribuir el producto de la venta 
entre los legatarios designados, en éste la testadora ordena claramente que la finca sea 
vendida. La DGRN pudo concluir en aquella resolución que no podía interpretarse que la 
testadora hubiera ordenado que debieran de venderse ineludible e inexorablemente los bienes, 
a diferencia de lo que ocurre ahora donde la voluntad de la causante es clara en cuanto que 
ordena al contador partidor la venta del bien y el posterior reparto del precio obtenido. 
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Lo que ha hecho el contador partidor adjudicando la finca a los legatarios, además de vulnerar 
el mandato del testador, implica que ha finalizado su función de modo que si, por hipótesis, 
llegara a inscribirse la adjudicación, aún sujeta a la condición suspensiva de la aceptación por 
los legatarios, la venta ulterior deberá ser consentida y realizada por estos mismos, decayendo 
la facultad que tenía aquél para realizarla por sí solo. 

En cuanto a una posible inscripción a favor de los legatarios, de carácter puramente formal, 
para legitimar la formalización de la posterior venta, se dijo que el albacea contador partidor 
expresamente facultado para enajenar podrá hacerlo por sí sólo, habiendo sólo herederos 
voluntarios. De existir herederos forzosos, la doctrina mayoritaria y la DGRN se inclinan por 
exigir el consentimiento de éstos para la enajenación. En nuestro caso no existen estos 
herederos forzosos por lo que la inscripción de la finca a favor de los legatarios, aún sujeta a la 
condición suspensiva de la aceptación, es totalmente innecesaria. 

Pero tampoco sería posible su acceso a los libros registrales pues, en estos supuestos de 
adjudicaciones “en vacío”, no se produce ninguna transmisión del dominio en favor de los 
legatarios, ya que la finca no ha salido del patrimonio del causante. Cuando se celebre la 
compraventa, la finca saldrá del patrimonio del causante e ingresará directamente en el del 
comprador. El contenido de la cláusula debatida lo que contiene, en realidad, es un mandato de 
realización de la venta, de modo que carece de contenido económico, traslativo y jurídico real 
alguno por lo que tiene vedado su acceso al Registro por el artículo 20 párrafo cuarto LH. 

Así se desprende también de la doctrina DGRN (recogida ampliamente en la RDGRN de 23 de 
noviembre de 2017) cuando señala que la vigente legislación registral no permite, en vía de 
principio, una inscripción de dominio en favor de alguien que propiamente no es titular 
dominical y que sólo ostenta determinadas facultades de actuación. No son supuestos de tracto 
abreviado, sino de gestión y disposición de derecho ajeno. Las inscripciones de las 
adjudicaciones hereditarias “en vacío” en el Registro de la Propiedad no es posible ni necesaria 
para legitimar la formalización de la venta a favor de quien compró al causante. 
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3.- HERENCIA. Legado en favor de cónyuge ahora divorciado. 

Se presenta una escritura de herencia. En el testamento, el causante lega el usufructo 
universal a su cónyuge e instituye heredera universal a su hija. En el momento del fallecimiento 
está divorciado. En la escritura comparece su ex-cónyuge, sólo en representación de su hija, la 
heredera. Se adjudica todos sus bienes a la heredera sin indicar nada en relación al legado de 
usufructo universal que ni siguiera se reseña. En el denominado "cuaderno particional" que se 
protocoliza no aparece por ningún lado la referencia al legado, se llega a decir que no hay 
legados. 

Dado que el legado no ha sido objeto de revocación posterior y subsiste: ¿no debería 
reseñarse que se renuncia al mismo para adjudicar los bienes libres del legado o al menos que 
se considera que dadas las circunstancias la voluntad del causante era la vinculación de dicho 
legado a la condición de cónyuge?; ¿debe ser objeto de aclaración la escritura a fin de evitar 
posibles errores en la adjudicación o se sobreentiende con la comparecencia del ex-cónyuge 
esta circunstancia aunque sólo sea en representación del heredero?.   

Se trajeron a colación las resoluciones de la Dirección General que han tratado supuestos 
similares a éste como la de 11 de noviembre de 1998. Esta resolución considera que debe 
prevalecer el contenido del testamento en congruencia con el principio de conservación de las 
disposiciones de última voluntad (arts. 715, 743, 773, 786, 792, 793 del Código civil) sin 
perjuicio de que pueda acreditarse que la verdadera voluntad del causante era supeditar el 
legado a la condición de cónyuge del legatario. Si bien tal hipótesis solo puede ser apreciada 
judicialmente, en procedimiento contradictorio, con una fase probatoria ajena al procedimiento 
registral y de recurso gubernativo, o bien reconocida por todos los interesados. 

Partiendo de este esquema básico se mantuvieron dos posturas. La primera consideró que la 
comparecencia del ex cónyuge viudo y legatario en representación de la hija heredera, con 
omisión en la escritura de cualquier reseña al legado, ponía de manifiesto que las interesadas –
heredera y legataria- interpretaban que la voluntad del causante era clara: la disposición se 
hizo atendiendo a la condición de cónyuge del legatario. 

La otra entendió que la escritura inducía a confusión A lo largo de toda la escritura se omitía 
cualquier referencia al contenido del legado; la escritura adolecía de falta de tecnicismo, se 
hacía referencia a partición de herencia, cuando se trataba de heredero único; el denominado 
cuaderno particional indicaba que no había legados sin especificar razón alguna su exclusión. 
Por todas estas razones se consideró que debía aclararse el porqué de esta omisión: error por 
creer que el divorcio produce la extinción automática del legado, renuncia previa del legatario o 
que esa era la verdadera voluntad del causante. 
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4.- DOCUMENTOS JUDICIALES. Cancelación de asientos. Sentencia judicial que declara 
la nulidad de una hipoteca y su consiguiente cancelación, decretando que la misma debe 
practicarse una vez que se haya cumplido por las partes los efectos de la nulidad 
acordada, circunstancia ésta que luego no fue objeto de apelación. Principio de 
especialidad: necesidad de aclarar el fallo. 

Inscripción del fallo de una sentencia judicial. En un procedimiento seguido ante un 
Juzgado de Primera Instancia se declaró la nulidad de un préstamo multidivisa, declarándose 
en el fallo el deber de reintegración de las prestaciones con los intereses legales, lo que a su 
vez conllevará la cancelación registral de la hipoteca “una vez que se haya cumplido por las 
partes los efectos de la nulidad acordada”. La citada sentencia fue objeto de recurso de 
apelación, por haber omitido el juez pronunciarse sobre la nulidad de un segundo préstamo 
hipotecario concedido para refinanciar el préstamo multidivisa. 

La sentencia dictada en apelación acordó: 

-Declarar la nulidad relativa por error en el consentimiento del préstamo hipotecario otorgado 
xxxx (el préstamo multidivisa) y, en consecuencia, la mutua reintegración de las prestaciones, 
con los intereses legales desde las fechas de las respectivas entregas de numerario y 
cancelación registral de la hipoteca. 

-Declarar la nulidad relativa, por vicio del consentimiento, del préstamo hipotecario (el segundo 
préstamo), con mutua reintegración de las prestaciones incrementadas con los intereses 
legales desde las respectivas entregas de numerario, y cancelación registral de la hipoteca. 

Resulta además relevante señalar que el hecho de que la cancelación debía practicarse una 
vez que se haya cumplido por las partes los efectos de la nulidad acordada, no fue una 
decisión del fallo judicial que fuese objeto del recurso de apelación. Se cuestiona si debe 
procederse a la cancelación de las hipotecas, o si debe solicitarse aclaración sobre si debe 
acreditarse con anterioridad la restitución de las prestaciones.   

Se consideró mayoritariamente que debe solicitarse aclaración, pues existen dudas razonables 
que impiden determinar si con la documentación presentada se solicita por el órgano judicial la 
inmediata cancelación de las hipotecas declaradas nulas, o si bien dicha cancelación debe 
practicarse una vez se haya cumplido por las partes el deber de restitución recíproco, en cuyo 
caso la cancelación registral exigiría la acreditación de dicho deber. 

Así, mientras la sentencia de primera instancia señala con total claridad que la cancelación se 
practicará una vez se hayan cumplido por las partes los efectos de la nulidad que se acuerda, 
la sentencia de apelación alude en primer lugar al deber de mutua reintegración de las 
prestaciones, y posteriormente a la cancelación de la hipoteca. No subordina expresamente 
esta segunda sentencia la cancelación registral a la mutua restitución, pero el hecho de que la 
cancelación debía practicarse una vez que se haya cumplido por las partes los efectos de la 
nulidad acordada, no fue una decisión del fallo judicial que fuese objeto del recurso de 
apelación presentado por la parte demandante, y conforme al artículo 465.5 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil, la sentencia que se dicte en apelación deberá pronunciarse 
exclusivamente sobre los puntos y cuestiones planteados en el recurso. 

La necesidad de aclarar si la sentencia calificada ordena la inmediata cancelación de la 
hipoteca es un requisito, en consecuencia, necesario para practicar el asiento solicitado. En 
este sentido, ha señalado la Dirección General de los Registros y del Notariado (así, resolución 
de 21 de julio de 2011) que no es posible la práctica del asiento solicitado si la resolución 
judicial no permite conocer exactamente el ámbito, extensión y alcance de la cancelación 
ordenada. 

En un sentido análogo, ha señalado la resolución de 24 de mayo de 2017, que “Si indiscutible 
es el deber de los registradores de cumplir las resoluciones judiciales firmes, también lo es su 
deber y potestad calificadora de verificar que todos los documentos inscribibles cumplen las 
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exigencias del sistema registral español, entre las que está la debida determinación del asiento, 
en nuestro caso a cancelar, de acuerdo al ámbito de calificación reconocido, en cuanto a 
documentos judiciales en el artículo 100 del Reglamento Hipotecario. La calificación registral de 
los documentos judiciales se extiende necesariamente a la congruencia de los mismos con la 
situación registral vigente en el momento en que se pretende su inscripción por lo que ha de 
exigirse la identificación suficiente de los asientos a los que se refieren los mandamientos o 
documentos judiciales cancelatorios (Resolución de 28 de febrero de 1977 y muchas otras 
posteriores).” 

Se señaló por algún compañero que la aclaración debería llegar en la ejecución de la 
sentencia, si bien otros entendieron que aun cuando la restitución que conlleva la declaración 
de nulidad puede motivar un procedimiento de ejecución, la declaración de nulidad en sí, que 
puede conllevar la cancelación de hipoteca, es un pronunciamiento declarativo, que no conlleva 
ejecución, conforme al artículo 521 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 
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1.- REPARCELACIÓN. ACTUACIÓN DE DOTACIÓN. POSIBILIDAD O NO DE AFECCIÓN 
REAL.  

Se presenta expediente urbanístico  de reparcelación en la que se aporta una 
sola finca y resultan 2, una privada y otra de dotaciones. Se señala que no hay carga de 
urbanización porque en realidad es una actuación de dotación al amparo del artículo 137 
de la ley del suelo. No obstante sí se señala que hay unos gastos de urbanización 
tasados en 200.000 euros y a ellos se supedita la licencia de primera ocupación.  

¿Es posible la no afección real de la finca a esa carga, o por ser legal no es eximible en 
ningún caso?. 

 La alegación que se hace de que se trata de una actuación de dotación no es posible 
ya que conforme al artículo 7.1b de la ley del suelo y rehabilitación urbana el mismo implica 
que no haya urbanización ni reforma de la misma. 

 Existiendo, como se recoge en el proyecto, gastos de urbanización, existe una afección 
de las fincas resultantes a los referidos gastos. Tal afección es legal y por ello no puede ser 
excluida voluntariamente, salvo en los casos legales de exclusión. 
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2.- OBRA NUEVA EN PARTE TERMINADA Y EN PARTE EN CONSTRUCCIÓN. Edificio 
destinado a viviendas pero concluido en parte sólo en cuanto a los locales. Exigencia o 
no del seguro decenal y libro de edificación. 

Se plantea una declaración de obra nueva en parte terminada (los locales) y parte en 
construcción. Se plantea la posibilidad de no aportar ni el seguro decenal ni el libro del 
edificio porque si bien el edificio está destinado a vivienda lo terminado por ahora son 
sólo los locales y no las viviendas. 

 El seguro decenal es una garantía prevista para la protección de la vivienda, por tanto 
parece que no es exigible en este supuesto en el que declaran terminados únicamente los 
locales. En caso de derrumbe del edificio, las viviendas del edificio no se verían perjudicadas 
porque aún no están terminadas, y por tanto no se cumple adecuadamente su finalidad si se 
exige. 

 En cuanto al libro del edificio, partiendo de que la ley autonómica sólo lo exige para las 
viviendas, igualmente parece que no es exigible en este caso. 

 

3.- LEGADO DE INMUEBLE. SU ENTREGA. ¿Puede el legatario otorgar escritura de 
manifestación de legado sin necesidad de la entrega del mismo por el heredero, aun 
cuando el testador no le hubiera facultado para tomar posesión por sí del inmueble 
legado?.  

Se plantea si es posible en algún caso que el legatario de un inmueble pueda 
otorgar escritura de manifestación de legado sin necesidad de la entrega del mismo por 
el heredero, aun cuando el testador no le hubiera facultado para tomar posesión por sí 
del inmueble legado. En concreto defienden esta posibilidad en los casos en que no 
existan legitimarios, se pueda probar que el legatario ya está en posesión de los bienes y 
haya transcurrido el plazo de prescripción de los derechos de los acreedores para 
reclamar contra el bien legado. 

Se alega que el precepto reglamentario que exige la escritura de entrega del bien 
legado por el heredero si no hay facultad de tomar posesión por sí mismo tiende, como ya se 
ha expuesto, a la protección de: 

· Los legitimarios, que no existen. 

· Los acreedores, cuyas acciones parecen haber prescrito, aunque en el Registro no se 
sabe si han reclamado. 

· La posesión, que en este caso no la tienen los herederos sino los legatarios (pero 
esta circunstancia es ajena al Registro). 

Ahora bien, el tenor del artículo es claro y exige el concurso de los herederos. 

En caso de que tal concurso no fuese posible deberá acudirse al Juzgado a que o bien 
se supla la voluntad de los herederos o bien se declare la usucapión. 
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4.- PROPIEDAD HORIZONTAL. Estatutos que prevén que los trasteros bajo cubierta 
únicamente podrán transmitirse entre los propietarios de las viviendas dentro del 
edificio. 

¿Es inscribible la norma de los estatutos de una propiedad horizontal en la que 
se estable que los trasteros bajo cubierta únicamente podrán transmitirse entre los 
propietarios de las viviendas dentro del edificio?. 

Se plantea que tal supuesto es una prohibición de disponer impuesta por el promotor, 
por lo que debería excluirse. 

Al contrario se plantea que quien puede lo más, vincular un trastero a una vivienda, 
puede lo menos, vincularlos a todas las viviendas. Además existe una justa causa como que no 
se vendan a extraños a la comunidad que no son propietarios de viviendas. 

No obstante tal admisión también supone distintos problemas, como la constitución de 
hipotecas, o la posible transmisión por el propietario de la vivienda sin el trastero. 

En todo caso tales planteamientos podrían atenderse cuando todos los propietarios de 
común acuerdo así lo estableciesen, en cambio dado que en este caso concreto se trata de 
unos estatutos impuestos por el promotor, resulta más difícil su admisión. 

 

5.- HIPOTECA RECARGABLE. Distribución de responsabilidad.   

Hipoteca constituida sobre vivienda y garaje con su correspondiente distribución 
de responsabilidad hipotecaria. Se presenta escritura en la que tras declarar que ha sido 
pagado parte del préstamo se recarga una cantidad inferior a la satisfecha previamente 
sin distribuirla entra las fincas. Al constituirse la hipoteca no se previó como recargable. 

En caso de que la recarga no supere de la cifra de responsabilidad no hay problema, y 
no es necesaria la distribución porque se refiere a la deuda personal no a la responsabilidad 
real de la finca. 

Por otro lado para que sea recargable la hipoteca no sólo es necesario que se haya 
constituido tras la entrada en vigor de la ley de reforma del mercado hipotecario de 2007, sino 
que, como dice nuestro compañero Ángel Valero, tiene que constituirse expresamente  con ese 
carácter. 
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1. JUSTICIA 
 

• Nuevas normas de la UE para impedir el blanqueo de capitales y la financiación 
del terrorismo 
 
El Parlamento europeo aprobó nuevas medidas para combatir la financiación del terrorismo, 

como la prevención del blanqueo de capitales y el endurecimiento de los controles del flujo 

de caja. 

 

Las nuevas normas para prevenir el blanqueo de capitales son: unificación de las 

definiciones a escala de la UE de los delitos relacionados con el blanqueo de capitales; 

penas mínimas (4 años) por blanqueo de capitales; nuevas sanciones adicionales 

(prohibición a los condenados de presentarse como candidatos a cargos públicos, 

desempeño de un cargo de funcionario público, exclusión del acceso a la financiación 

pública). Estas fueron aprobadas por una amplia mayoría, 634 votos a favor, 46 en contra y 

24 abstenciones.  

 

Las nuevas normas sobre flujo de efectivo son: ampliar la definición de efectivo para incluir 

el oro y las tarjetas electrónicas de prepago anónimas; permitir a las autoridades registrar 

información sobre movimientos de efectivo por debajo del umbral actual de 10.000 euros e 

incautar temporalmente efectivo si sospechan de actividades delictivas; exigir la relevación 
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de dinero en efectivo no acompañado enviado por carga o correo. Fueron aprobadas por 

625 votos a favor, 39 en contra y 34 abstenciones.  

 

Ambas leyes dificultarán la financiación de las actividades de los terroristas y los 

delincuentes, al colmar las lagunas de la normativa actual sobre blanqueo de capitales y 

facilitar a las autoridades la detección y el cese de los flujos financieros sospechosos. 

 

Las nuevas medidas ya han sido acordadas por los negociadores del Parlamento y del 

Consejo, pero aún requieren la aprobación formal del Consejo. 

 

Los Estados miembros dispondrán de 24 meses a partir de la fecha de entrada en vigor de 

la Directiva sobre blanqueo de capitales para poner en vigor las nuevas normas. Las normas 

sobre el control de la tesorería se aplicarán 30 meses después de la fecha de entrada en 

vigor del Reglamento. 

 

Edición provisional del texto aprobado: 

http://www.europarl.europa.eu/sides/getDoc.do?pubRef=-//EP//NONSGML+TA+P8-TA-2018-

0339+0+DOC+PDF+V0//ES 

 

 

•  El Parlamento europeo se pronuncia sobre las normas relativas a los derechos 
de autor en el ámbito digital 
 

El Parlamento Europeo aprobó durante la sesión plenaria de septiembre su posición sobre 

las normas en materia de derechos de autor haciendo algunos ajustes importantes a la 

propuesta del comité de junio y añadiendo salvaguardias para proteger a las pequeñas 

empresas y la libertad de expresión. Fue finalmente aprobada por 438 votos a favor, 226 en 

contra y 39 abstenciones.  

 

La posición del Parlamento endurece los planes propuestos por la Comisión para que las 

plataformas en línea y los agregadores sean responsables de las infracciones de los 

derechos de autor. Esto también se aplicaría a los fragmentos, donde sólo se muestra una 

http://www.europarl.europa.eu/sides/getDoc.do?pubRef=-//EP//NONSGML+TA+P8-TA-2018-0339+0+DOC+PDF+V0//ES
http://www.europarl.europa.eu/sides/getDoc.do?pubRef=-//EP//NONSGML+TA+P8-TA-2018-0339+0+DOC+PDF+V0//ES
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pequeña parte del texto de un editor de noticias. En la práctica, esta responsabilidad 

requiere que estas partes paguen a los titulares de los derechos por el material protegido 

por derechos de autor que ponen a disposición. El texto del Parlamento también exige 

específicamente que los propios periodistas, y no solo sus editoriales, se beneficien de la 

remuneración derivada de este requisito de responsabilidad. 

 

El texto incluye disposiciones para garantizar que la ley de derechos de autor se respete en 

línea sin obstaculizar la libertad de expresión que define a Internet. 

 

Cualquier acción emprendida por las plataformas para comprobar que las cargas no 

infringen estas normas debe estar diseñada de tal manera que se evite atrapar "obras que 

no infrinjan". Además, estas plataformas deberán establecer sistemas de reparación rápida 

a través de los cuales se puedan presentar reclamaciones cuando una carga se retire de 

forma incorrecta. 

 

Las normas también refuerzan los derechos de negociación de los autores y los artistas 

intérpretes o ejecutantes, permitiéndoles "reclamar" una remuneración adicional a la parte 

que explota sus derechos cuando la remuneración originalmente acordada es 

"desproporcionadamente" baja en comparación con los beneficios derivados. 

 

El texto añade que estos beneficios deberían incluir los "ingresos indirectos". También 

facultaría a los autores y artistas intérpretes o ejecutantes para revocar o poner fin a la 

exclusividad de una licencia de explotación de su obra si se considera que la parte que 

posee los derechos de explotación no ejerce ese derecho. 

 

Edición provisional del texto  aprobado:  

http://www.europarl.europa.eu/sides/getDoc.do?pubRef=-//EP//NONSGML+TA+P8-TA-2018-

0334+0+DOC+PDF+V0//ES 

 

 

 

http://www.europarl.europa.eu/sides/getDoc.do?pubRef=-//EP//NONSGML+TA+P8-TA-2018-0334+0+DOC+PDF+V0//ES
http://www.europarl.europa.eu/sides/getDoc.do?pubRef=-//EP//NONSGML+TA+P8-TA-2018-0334+0+DOC+PDF+V0//ES
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• La Comisión europea tiene como objetivo para 2019 una Fiscalía europea para 
luchar contra el terrorismo transfronterizo 
 

La Fiscalía Europea con competencias reforzadas mejorará la lucha contra el terrorismo 

colmando las lagunas existentes: 

- Investigaciones coordinadas: En la actualidad, los Estados miembros de la UE son 

competentes para investigar y perseguir los delitos de terrorismo, pero sus 

competencias terminan en sus fronteras nacionales. La Fiscalía Europea estaría a 

cargo de las investigaciones y dirigiría las diferentes autoridades de los Estados 

miembros y las agencias de la UE que se ocupan de los casos de terrorismo que 

afecten a más de un Estado miembro. 

 
- Intercambio de información oportuno: Aunque se han realizado progresos 

significativos con casos de cooperación transfronteriza culminados con éxito, el 

intercambio de información sobre asuntos penales entre los Estados miembros 

relativa a la investigación y la persecución de los delitos de terrorismo sigue siendo a 

veces, en la actualidad, demasiado lento. Con su estructura integrada, la Fiscalía 

Europea estaría en condiciones de conseguir una visión de conjunto única de las 

actividades de los terroristas en todos los Estados miembros participantes. Gozaría de 

una posición idónea para reunir y compartir información en toda la Unión, en particular 

con las agencias de la UE Europol y Eurojust, y también con terceros países; 

 
- Coherencia de las investigaciones en los diferentes Estados miembros: En la 

actualidad, existe el riesgo de que los casos de terrorismo que afectan a más de un 

Estado miembro se investiguen de forma descoordinada, poniendo en peligro la 

eficacia de la acción penal. La Fiscalía Europea dirigiría las investigaciones de forma 

centralizada con independencia del lugar de comisión del delito y, posteriormente, 

velaría por una mejor vinculación entre la investigación y el enjuiciamiento. Además, 

evitaría las ineficiencias que conlleva el enjuiciamiento paralelo de asuntos conexos. 

 

Con vistas a la cumbre de Sibiu de mayo de 2019, la Comisión invita al Consejo Europeo a 

sacar adelante esta iniciativa junto con el Parlamento Europeo, y a adoptar una decisión 

acerca de la ampliación de las competencias de la Fiscalía Europea a los delitos de 
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terrorismo que afectan a más de un Estado miembro. Una vez que el Consejo Europeo haya 

decidido por unanimidad ampliar sus competencias, la Comisión podrá seguir impulsando 

este proceso mediante una propuesta de modificación del Reglamento por el que se crea la 

Fiscalía Europea. 

 

La Fiscalía Europea será un organismo independiente de la Unión Europea con 

competencias para investigar, perseguir y hacer que se juzguen los delitos contra el 

presupuesto de la UE, como el fraude, la corrupción o el fraude transfronterizo grave en 

materia de IVA. La Fiscalía Europea pasará a ser plenamente operativa a finales de 2020. 

La presente iniciativa no tendrá repercusiones sobre la creación de la Fiscalía Europea en 

su forma actual. 

 

Actualmente, participan en la Fiscalía Europea 22 Estados miembros de la UE: Alemania, 

Austria, Bélgica, Bulgaria, Chipre, Croacia, Eslovaquia, Eslovenia, España, Estonia, 

Finlandia, Francia, Grecia, Italia, Letonia, Lituania, Luxemburgo, Malta, Países Bajos, 

Portugal, República Checa y Rumanía. 

 

El artículo 86, apartado 4, del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (TFUE) 

prevé la posibilidad de ampliar las competencias de la Fiscalía Europea modificando el 

artículo 86 del TFUE para ampliar sus competencias de manera que incluyan los delitos 

graves que afecten a más de un Estado miembro. Esta decisión se adopta por unanimidad, 

tanto de todos los Estados miembros que participan en la Fiscalía Europea como de los 

demás, previa aprobación del Parlamento Europeo y previa consulta a la Comisión Europea.  

 

Reglamento (UE) 2017/1939 de 12 de octubre de 2017 por la que se establece una fiscalía 

europea: 

https://eurlex.europa.eu/legalcontent/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32017R1939&from=ES 

 

 

 

 

 

https://eurlex.europa.eu/legalcontent/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32017R1939&from=ES
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2. COHESIÓN   
 

• El uso de los fondos de cohesión no debe convertirse en un fin en sí mismo, 
afirma el Tribunal de Cuentas Europeo 

 

Según un nuevo informe publicado por el Tribunal de Cuentas Europeo, la Comisión 

Europea y los Estados miembros deberían utilizar más eficazmente los fondos de cohesión. 

Según los auditores, los retrasos en la finalización del marco jurídico y la lentitud en la 

ejecución de los planes de gastos han presionado las autoridades nacionales para que 

utilicen los fondos rápidamente, a veces en detrimento del rendimiento. La Comisión ha 

tardado en reaccionar ante las dificultades encontradas para gastar fondos en algunos 

programas. Sin embargo, sus medidas y las adoptadas por los Estados miembros han 

tenido un efecto positivo en la absorción.   

 

Los fondos de cohesión se asignan por adelantado a los Estados miembros por un período 

de siete años y se ponen a su disposición en forma de asignaciones presupuestarias 

anuales que deben utilizarse en un período definido. Los auditores examinaron los gastos 

para el período 2007-2013, así como las medidas adoptadas por los Estados miembros, 

para aumentar la absorción de fondos cuando se detectaron problemas. Durante este 

período, el importe total de los fondos asignados a los 28 Estados miembros ascendió a 

346 000 millones de euros. También compararon las tendencias del gasto con las de los 

períodos 2000-2006 y 2014-2020 y visitaron cuatro Estados miembros: la República Checa, 

Hungría, Italia y Rumanía.   

 

Los auditores observaron que, tanto para el período 2007-2013 como para el período 2014-

2020, la adopción tardía del marco jurídico provocó un retraso en los programas operativos.  

 

El Tribunal de Cuentas Europeo recomienda a la CE:  

- proponer a las autoridades legislativas un calendario para garantizar que la aplicación 

pueda iniciarse desde el principio del período de programación;  

- garantizar que la revisión de los programas operativos se base en una evaluación 

rigurosa y exhaustiva y tenga por objeto mejorar los resultados;  

https://www.eca.europa.eu/Lists/ECADocuments/INSR18_17/INSR_ABSORPTION_FR.pdf
https://www.eca.europa.eu/Lists/ECADocuments/INSR18_17/INSR_ABSORPTION_FR.pdf
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- supervisar la absorción, detectar si es lenta o rápida y evaluar el impacto de las 

medidas;   

- garantizar que se haga hincapié en lo siguiente 

 

La política de cohesión tiene por objeto reducir los desequilibrios de desarrollo que existen 

entre las distintas regiones de la UE. Representa aproximadamente un tercio del 

presupuesto de la UE. A precios corrientes, esto corresponde aproximadamente a 261 000 

millones de euros para el período de programación 2000-2006, 346 000 millones de euros 

para el período 2007-2013 y 365 000 millones de euros para el período 2014-2020. La 

financiación se realiza a través del Fondo Europeo de Desarrollo Regional, el Fondo Social 

Europeo y el Fondo de Cohesión.  

 

Texto del Informe del Tribunal de Cuentas: 

https://www.eca.europa.eu/Lists/ECADocuments/SR18_17/SR_ABSORPTION_ES.pdf 

https://www.eca.europa.eu/Lists/ECADocuments/SR18_17/SR_ABSORPTION_ES.pdf
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